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La construcci6n del Estado de las autonomias se juscificé en primer lugar en la
necesidad de dar respuesta politica a las demandas histéricas de autonomia de algunas
nacionalidades y regiones espafiolas, pero también en la consideracién de que era la
soluci6n id6nea para conseguir una Administracién més eficaz que rompiera los vicios
de la antigua organizacién administrativa centralizada.

Analizar c6mo se ha desarrollado el proceso de su creacién, cudl es la planta actual
de su estructura orgdnica y qué esfuerzos se han hecho para mejorar su funcionamiento
es en el momento presente un trabajo necesario para deteccar posibles insuficiencias y
fracasos.

La Administracién piblica no ha ocupado en general, durante estos afios, un lugar
destacado en la agenda politica de los diversos gobiernos autonémicos. Preocupados
en su etapa inicial mds por el afianzamiento politico de sus insticuciones de au-
togobierno, no han prescado una atencién suficiente a los problemas relativos a la
organizacién y funcionamiento de las nuevas adminiscraciones.

La Comunidad Auténoma de Aragén no ha sido ajena a esta realidad, aunque,
como posteriormente tendremos ocasién de comprobar, haya existido algiin intento,
tan loable en cuanto a sus conrenidos tedricos como escaso en sus resultados pricticos,
de afrontar politicamente de forma general la modernizacién de su Administracién
autondémica.

A la hora de introducirnos en el estudio de la Administracién auconémica arago-
nesa, debemos hacer una advertencia previa. No vamos a tratar de realizar un andlisis
del régimen juridico de la Administracién de la Comunidad Auténoma, sino de la
realidad de su organizacién y funcionamiento administrativo durante los afios de su
existencia. Antes de ello, no obstante, y con objeto Gnicamente de situar al lector,
efectuaremos una breve referencia sobre el marco juridico y las actuaciones politicas
centrales que han presidido el proceso analizado.

2. El marco juridico estatutario, su desarrollo legislativo y las actuaciones polfticas bdsicas
sobre la administracitn antondmica

Como es sabido, ni la Constitucién ni los propios estacutos de autonomia han
prestado una atencién especial a la regulacién de las administraciones autonémicas.
Son, no obstante, aplicables a éstas preceptos constitucionales relativos a la Adminis-
tracién pdblica en general, como los contenidos en los articulos 103.1, 9.3 0 24.1 del
texto constitucional.

El Estatuto de autonomia aragonés dedica a la Administracién piblica autonémi-
ca su titulo III («la Administracién pablica en Aragén»), que subdivide a su vez en
dos capitulos, el primero dedicado a la Administracién de la Comunidad Auténoma y
el segundo a las relaciones de la Comunidad Auténoma de Aragén con las diputacio-
nes provinciales.

Los rasgos definitorios de la regulacién estatutaria son los siguientes:

&) Reproduce, con escasas innovaciones, los criterios bésicos de ordenacién de la
Administracién general del Estado. Asi, el articulo 44. 1 del Estaturo dispone que «la
Administracién piiblica estd constituida por 6rganos jerirquicamente ordenados y
dependientes de la Diputacién General, tendrd personalidad juridica énica y gozard
en el ejercicio de su competencia de las potestades y derechos de la Administracién
general del Estado»,
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Por otra parte, el articulo 44.2 enumera los principios que han de presidir la
organizacién y el funcionamiento de la Administracién autonémica, trasladando a la
Comunidad Auténoma los principios recogidos en el articulo 103 de la Constitucién
Espafiola, a los que aiiade uno nuevo, el de economia.

4) Incorpora algunos de los criterios contenidos como recomendaciones en el In-
forme de la Comisién de Expertos elaborado con cardcter previo a los pactos au-
tonémicos UCD-PSOE del afio 1982. Asi, cuando se concreta el desarrollo del princi-
pio de economia, se dispone que «la Administracién piblica de la Comunidad
Auténoma se organizard sobre la base de evitar la duplicidad de cargos o funciones y la
proliferacién de la burocracia» (articulo 44.3 del Estatuto de autonomia de Aragén);
se profesionaliza el puesto de director general (articulo 44.4) y se ordena la articula-
cién de la gestién ordinaria de los servicios periféricos de la Comunidad Auténoma a
eravés de las diputaciones provinciales (articulo 45.1). La incorporacién de estos crite-
rios ha sido objeto de permanentes criticas desde diversas posiciones politicas durance
estos afios y, por ello, en la propuesta de reforma. del Estacuto de autonomia que
acrualmente se tramita en las Cortes de Aragdn se suprimen del texto estatucario
citado los preceptos que tuvieron su origen en los citados pactos.

Conforme a este marco esracutario se aprobé la Ley 3/1984, de 22 de junio, del
presidente, de la Diputacién General y de la Administracién de la Comunidad Auté-
noma (LPDGA), reformada por la Ley 3/1993, de 15'de marzo, con objeto de adap-
tarla a la nueva Ley estatal de régimen juridico de las administraciones piblicas y del
procedimiento administrativo comuin.

Esta Ley dedica pocos preceptos a la Administracién autonémica, pero tiene la
virtud de ser sencilla y clara, de modo que, pese a haber sido aprobada en un momen-
to en el que las competencias transferidas a la Comunidad Auténoma eran aiin escasas,
permanece todavia vigente en la actualidad. No obstante, su parca regulacién de
algunas cuestiones de importancia ha obligado a la Diputacién General a presentar un
nuevo proyecto de Ley reguladora de la organizacién y funcionamiento de la Ad-
ministracién de la Comunidad Auténoma, que, junto con el proyecto de ley del
presidente y del Gobierno de Aragén, ambos en tramitacién parlamentaria, confor-
marén, si prosperan, un nuevo marco juridico en sustitucién de la ley actualmente
vigente.

En cualquier caso, como iniciativa politica de primer orden, en 1985 la Diputa-
cién General remicia a las Cortes de Aragén un «Informe sobre los problemas que
plantea la organizacién y funcionamiento de la Administracién de la Comunidad
Auténoma» acompafiado de una «propuesta de directrices de actuacién», a través de
las cuales se disefiaba un programa de actuacién a corto, medio y largo plazo sobre la
Administracién autonémica.

Este Informe o Libro blanco efectuaba un diagnéscico general sobre la realidad
administrativa de la Comunidad Auténoma, fijando las actuaciones para construir una
Adminiscracién «distintay de la anterior.

El Informe fue objeto de un estudio pormenorizado en las Cortes de Aragén, que
finalmente lo debatieron en el Pleno, aprobindose por unanimidad cerca de un cente-
nar de resoluciones o «directrices de actuacién», que venian a marcat las paucas de la
organizacién y funcionamiento de la Administracién de la Comunidad Auténoma en
los afios posteriores.
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El tiempo ha demostrado, sin embargo, que en torno a un proyecto de gran
interés y cuya aplicacién real hubiera producido importantes beneficios para la Comu-
nidad Auténoma existia una buena dosis de voluntarismo politico.

El nivel de cumplimiento de las directrices sufrié de una cierta falea de conviccién
ya en los afios inmediatamente posteriores a su aprobacién, cayendo pricticamente en
el olvido tras el cambio de Gobierno producide en 1987, En realidad, la iniciacién de
una auténtica reforma administrativa exige una gran dosis de energfa politica que,
ademis, no se ve compensada con caricter inmediato, ya que los resultados se ob-
tienen siempre a medio y largo plazo. Ello, junto al escepticismo de la clase politica y
de la propia sociedad sobre su posibilidad real, ha podido suponer que intentos loables
como el citado hayan estado, en parte, abacados al fracaso.

Este Informe ha inspirado, no obstante, la mayor parte de las iniciativas legislati-
vas y reglamentarias y de las actuaciones concretas que se han ido adoptando sobre la
Adminiscracién autondmica, por lo que itemos haciendo obligada referencia al mismo
a lo largo de este trabajo.

1I. La organizacién administrativa: evolucién y realidad actual

L. Proceso de constraccidn y rasgos estructurales
1.1. Factores condicionances

El proceso de construccién de la Administracién de la Comunidad Auténoma de
Aragén, que l6gicamente condiciona sus caracteristicas estructurales presentes, se ha
venido desarrollando, como en las restantes comunidades auténomas, en un marco
lleno de dificultades, ya que viene a coincidir con la transicién politica y con una
radical cransformacién del sistema de distribucién del poder politico y administrativo
en el Estado. Por un lado, era necesario construir una nueva administracién en la que
se intentara evitar la reproduccién de los defectos de la Administracién estaral; por el
otro, esta administracién debia crearse a partir de las transferencias de medios perso-
nales y materiales de la Administraci6n estatal, lo que, sin ninguna duda, habria de
condicionar la configuracién de ésta,

Para una mejor comprensién del modelo administrativo presente de la Adminis-
tracién aragonesa es preciso hacer una breve referencia, al menos, a los hitos mds
significativos de su proceso de construcci6n.

En cualquier caso, conviene advertir previamente que la organizacién de la Ad-
miniscracién de la Comunidad Auténoma se enfrenta a dificultades en los primeros y
decisivos afios del proceso autonémico por los defectos de planteamiento en la confi-
guracién del Estado de las autonomias,

Por un lado, se observa desde 1978 la ausencia de un modelo adminiscrativo
definido de funcionamiento del Estado y de estruccuracién de los nuevos ences terrico-
riales existentes. En un primer momento se duda, inciuso, de la generalizacién del
sistema de autonomias, y aceptado éste, existen discrepancias politicas, e incluso
juridicas, en cuanto a la extensién de la organizacién insticucional de las comunidades
auténomas consideradas «histéricas» y las de la via del arciculo 143 de la Constitu-
ci6n. La duda es si estas dlcimas podrin tener un parlamento con competencias legis-
lativas o deberfan constituirse con parecidas caracteristicas a una entidad local, a
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partir de la idea ya contrastada histéricamente en Catalufia de la Mancomunidad de
Diputaciones. Lo cierto es que la presién de las regiones afectadas impulsa finalmente
a la consolidacién de un proceso de homogeneizacién institucional para todas las
comunidades auténomas.

Por otra parte, el proceso de transferencia de compertencias no se programa ade-
cuadamente, lo que produce repartos entre distintas administraciones piblicas de
sectores de competencias que exigian una gestibén unitaria. Asi, es frecuente que de
un determinado ministerio estatal se transfieran una serie de competencias puntuales
(v. gr., extensién y capacitacién agraria, denominaciones de origen, régimen de acti-
vidades molestas, etc.) cuyo ejercicio no es posible desgajindolas de otras que quedan
atin en la Administracién estatal. Al cabo del tiempo, en las comisiones mixtas de
transferencias se plantea lz necesidad de transferir sectores competenciales integros,
revisdndose finalmente el sistema, pero no sin dejar un importante lastre de proble-
mas heredados. .

La falta de programacion del proceso de transferencias provoca un desarrollo andr-
quico e imptovisado de la Administracién pablica de la Comunidad Auténoma en su
primera fase, lo que es inevitable si se tienen en cuenra los condicionamientos antes
citados.

1.2. La organizacién administrativa en la preautonomia

En este contexto, Aragén accede a la condicién de ente preautonémico por Real
decreto-ley 8/1978, de 17 de marzo. A partir de la constitucién del ente preautond-
mico comienza a crearse el embrién de la futura Administracién autondmica. Asi, por
Decreto del Consejo de Gobierno de la Diputacién General de Aragén, de 6 de di-
ciembre de 1978, se aprueba el Reglamento de régimen interior del ente preaucond-
mico, reglamento técnicamente correcto, pero que es fiel reflejo en el plano adminis-
trativo de la gran distancia que en ese momento separa las aspiraciones y voluntad
politica autonémica del infimo nivel competencial.

Asi, en dicho texto se escablecia que los 6rganos de gobierno y adminiseracién de
la Diputacién General de Aragén eran «el Pleno o Consejo de Gobierno, el Presiden-
te, el Vicepresidente, el Secretario General y los demds Consejeros». Se institufan
también en la Diputacién General de Aragdn los siguientes departamentos: Justicia;
Economia y Hacienda; Interior; Obras Pablicas y Urbanismo; Educacién y Ciencia;
Trabajo; Industria y Energia; Agriculeura, Mejora y Desartollo del Medio Rural;
Comercio y Turismo; Transportes y Comunicaciones; Cultura, y Sanidad y Seguridad
Social.

De acuerdo con esta extensa relacién de departamentos (hoy dia impensable), se
procedié inmediatamente a la designacién de los correspondientes consejeros, que, a
su vez, propusieron el nombramiento de un elevado nimero de viceconsejeros (6rgano
hoy inexistente) y directores generales, todos ellos cargos politicos y de confianza.

Toda esta estructura se creaba para administrar las competencias que se recibieron
en el mes de enero siguiente (reales decretos 298/1979, de 26 de enero, y 694/1979,
de 13 de febrero, que atribuyen al ente preaurondmico escasas funciones relativas a
Administraci6n local, actividades molestas, extension y capacitacién agraria, denomi-
naciones de origen, investigacidn agraria, sanidad vegetal, urbanismo y turismo), que
son las dnicas que va a ejercer la Diputacién General de Aragén en un largo periodo
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de tiempo. De este modo, el ente preautonémico se convierte en un enorme caparazén
de puestos policicos que encubre un vacio de capacidad de actuacién administrativa.

El problema aflora inevitablemente pronto y ya en junio de 1979 (Decreto de 18
de junio) se modifica la estructura departamental, reduciéndose drdsticamente el ni-
mero de departamentos a cuatro: Accién Territorial, Accién Agraria y Regadios,
Accién Social y Asuntos Econémicos, buscdndose una solucién peculiar en cuantoa la
ticularidad de los departamentos, ya que a cada uno de ellos «se adscriben» varios
consejeros {pertenecientes a distintos partidos politicos) y se nombra de entre ellos un
«coordinador».

Lo cierto es que durante esta etapa no se puede hablar de la existencia de una
auténtica Administracién autonémica. Hay durante los primeros afios una evidente
falta de ejercicio de la potestad normativa de organizacién interna, consecuencia, en
buena parte, del escaso nivel de competencias asumidas. Los servicios administrativos
transferidos no se integran de forma precisa en una estructura adminiscrativa preexis-
tente, sino que se «cuelgan» de unos 6eganos politicos (muchos de ellos injustifica-
dos) sin que se establezca una verdadera relacién orgénica y jerirquica encre los mismos.

Ello se debe a 1a desaceleracién del proceso aurondmico que se produce en los
primeros aiios de la preautonomia y que sélo se recupera una vez aprobado el Estatuto.
Como consecuencia de la generosa superestructura-politica, van diluyéndose progresi-
vamente y desaparecen la mayoria de los puestos politicos creados.

La constatacién de esta direcci6n en la evolucién administrativa del ente preauto-
némico podemos observarla en la primera norma que, al cabo de mucho tiempo, se
dicta sobre 1a organizacién y que da un giro radical en la concepcién de la estructura
orginica del ente preautonémico. Nos referimos al Decreto de 18 de mayo de 1981,
de ordenaci6én juridico-administraciva de la Diputacién General de Aragén. En esta
disposicién se crea una organizacién administrativa que responde a la realidad de las
competencias cransferidas. Asi, el ndmero de departamentos se reduce a tres: Agricul-
tura, Transportes y Turismo, y Accién Territorial y Urbanismo, en los que, junto con
la Secretaria General, se integran las funciones transferidas. Al frence de cada uno de
ellos existird un consejero ricular, quedando los restances «sin carteran. Los direccores
generales se reducen a cinco (los viceconsejeros ya habian desaparecido con anteriori-
dad). Seguidamente una serie de decretos desarrollan la estructura de cada departa-
mento en los niveles de servicio, seccién y negociado, procediéndose de esta manera a
la primera estructuracién administrativa de la Dipuracién General de Aragén merece-
dora de ral denominacién. Asimismo, se distribuyen con detalle las competencias
transferidas encre los érganos administrativos y se dictan una serie de disposiciones de
régimen interno dirigidas a preparar las bases para crear una furura Administraci6n.

1.3, La organizacién administrativa tras la aprobacién del Estatuto de autonomia

Aprobado el Estatuto de autonomia, desaparece ¢l ente preauconémico, debiendo
constituirse un nuevo Gobierno de caricter provisional hasta la celebracién de las
primeras elecciones a las Cortes de Aragdn. Asi, constituida la Asamblea Provisional
prevista transitoriamente en el Estaturo, se procede a la investidura de presidente y
éste a la designacién de nuevo Gobierno.

Al no disponer la Asamblea Provisional de competencia legislativa, la Diputacién
General aprueba por Decreto 72/1982, de 18 de octubre, el Reglamento de ordena-
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cién juridico-administrativa y financiera de la Diputacién General de Aragén, norma
cuyo modele administrativo, ajustado a las previsiones del propio Estatuto, puede
considerarse el inspirador del posteriormente establecido en la LPDGA. En este De-
creto se establecen como departamentos de la Administracién autondmica los siguien-
tes: Gobernacién; Economia y Hacienda; Obras Piblicas y Transportes; Agricultura y
Ganaderia; Industria, Comercio y Turismo; Sanidad, Trabajo y Accién Social; y Cul-
tura y Educacién.

Por otra parte, existe un capitulo dedicado a los 6rganos administracivos y. su
régimen, en el que se establecen como organizacién interna de los departamentos las
direcciones generales, servicios, secciones y negociados, pudiendo existir una secreta-
ria general con nivel orgdnico de servicio (es decir, como unidad directamente depen-
diente del consejero, pero de rango inferior a las direcciones generales). Todos estos
puestos se concebian como profesionales, de acuerdo con el propio Estatuco, estable-
ciendo el Reglamento las previsiones necesarias en cuanto a su forma de provisién.
También se crea un érgano, ta Comisién de Directores Generales, que recogerd, asi-
mismo, la LPDGA, para la coordinacién general de los asuntos administrativos y la
preparacién técnica de los asuntos que hayan de someterse a la Diputacién General.

Al participar en esta Comisién todos los directores generales, ha de suponerse que
se estd pensando en que el nimero de éscos habed de ser reducido, es decir, de uno a
tres por departamento, en funcién de las competencias asumidas. Se organizan tam-
bién los servicios periféricos de la Comunidad Auténoma, optindose por no articular-
los a través de las diputaciones provinciales, credndose en el Departamento de Gobe:r-
nacidén los servicios provinciales de coordinacion, que pueden considerarse el
antecedente de las acruales delegaciones cerriroriales.

Este Reglamento preside la estructuracién posterior de todos los departamentos y
se sigue aplicando hasta la aprobacién por las Cortes, en 1984, de la actual Ley del
presidente, de la Diputacién General y de la Administracién de la Comunidad Auté-
noma de Aragén, que procede a su derogacién expresa.

Celebradas las primeras elecciones a las Cortes de Aragon el 6 de junio de 1983, se
procede al nombramiento del nuevo Gobierno, respetdndose el nimero de departa-
mencos existentes, que dnicamente cambian de denominacién (Presidencia y Relacio-
nes Institucionales; Economia y Hacienda, Urbanismo, Obras Piablicas y Transportes,
Agricultura, Ganaderia y Montes; Industria, Comercio y Turismo; Sanidad, Bienes-
tar Social y Trabajo, y Cultura y Educacién).

Inmediatamente, el Decreto 35/1983, de 1 de julio, establece la escructura orgd-
nica de la nueva Dipuracién General, inspirada en los principios establecidos en el
Reglamento antes citado. Después, la LPDGA, como més tarde comprobaremos,
asumid y elevé a categoria de Ley un sisterna administrativo que en el momento de su
aprobacién ya se habfa consolidado. Sus principios bésicos eran los siguientes:

&) El modelo administeacivo adoptado es el cradicional en el Estado: la divisién de
los distintos sectores administrativos en departamentos dirigidos por un consejero,
que, ademds de Grgano unipersonal de Gobierno, es miembro’de la Diputacién Ge-
neral.

#) La organizacién administrativa que se adopta puede considerarse ajustada a la
realidad competencial de la Comunidad Auténoma. El nimero de departamentos
creados, siete, es de los mds bajos del mapa adminiseracivo autonémico, sin que, por
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otra parte, se nombren consejeros sin cartera. Asimismo, el ndimero de direcciones
generales, quince, no supene un exceso respecto de los blogues competenciales efecti-
vos asumidos por cada departamento.

El servicio se convierte, como drgano administrativo, en la unidad bésica de la
Administracién, en la que ordinariamente vienen a individualizarse las funciones ad-
ministratrivas.

Por otra parte, y en la linea apuncada, destaca la opcidn de no otorgar a las
secretarias generales el rango de direccién general (podria haberse adoptado el esque-
ma estatal, convirtiendo a los secrerarios generales en los «subsecrerarios» del Depar-
tamento), sino de servicio, lo que supone una reduccién notable del nimero de di-
recciones generales. A su vez, la existencia en el Departamento de Presidencia de un
6rgano central con nivel de Direccién General {Gnico para el conjunto de departamen-
tos), con imporrantes funciones de coordinacién interna de la actividad administrativa
de los departamentos, garantiza, a través de su ascendencia sobre los secretarios ge-
nerales (preside la Comisién de Secretarios Generales), un no desdefiable grado de
integracién adminiscrativa de la organizacién.

¢) Se abandona definitivamente la posible «articulacién» de los servicios periféri-
cos a través de las diputaciones provinciales, optdndose por el pleno desarrollo de los
mismos, cuya culminacién es la creacién de las delegaciones territoriales en Huesca y
Teruel, convirtiéndose los delegados en representantes del Gobierno en la provincia,
experiencia en la que la Comunidad Auténoma aragonesa es pionera.

d) Junto a los 6rganos administrativos (direcciones generales, servicios, secciones
y negociados), todos ellos profesionalizados, se crean los gabinetes, como 6rganos de
apoyo inmediato al presidente y los consejeros, en los que se integra el personal de
confianza (jefe de gabinete y hasta un médximo de dos asesores en funcidn del nivel de
competencias de cada departamento). Este 6tgano se crea con nivel méximo de servi-
cio para procurar que no existan interferencias del mismo en la linea jerirquica ordi-
nana.

Con mayores 0 menores variaciones (creacién de alguna direccibn general nueva,
de un organismo auténomo, modificaciones organizativas en funcién de las trans-
ferencias), este modelo pervive hasta las elecciones a las Cortes de Aragén de 1987,
después de las cuales se procede a la formacidén de un nuevo Gobierno.

Este esquema organizative inicial va sufriendo variaciones durante los afios sucesi-
vos de mayor importancia material que formal, ya que las pauras juridicas bdsicas
estdn amparadas por la LPDGA. De las sucesivas reorganizaciones aprobadas con
ocasién de los diversos cambios de gobierno en los afios 1987, 1991 y 1993, deben
destacarse los siguientes aspectos:

" — El nimero inicial de departamentos, siete, se aumenta en 1987 a oche, y en
1993 a nueve.

— El nimero de direcciones generales sufre un proceso inflacionista a lo largo de
estos afios y, sin haber aumentado el ndimero de competencias transferidas, las
quince direcciones generales de 1987 se convierten en més de creinta en la
actualidad. Aunque las secretarias generales conservan el nivel orgdnico de
servicio, desapartece la Direccién General con funciones de coordinacién ad-
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ministrativa interdepartamental antes citada, con le que el Departamento de
Presidencia pierde importantes resortes del control interno de la organizacién.

— Los gabinetes «politicos» del presidente y los consejeros se suprimen en 1987,
pero vuelven a crearse en 1991,

En los epigrafes siguientes tendremos ocasién de profundizar en los diversos as-
pectos y problemas de la actual organizacién adminiscraciva,

2. Los drganes centrales en la actualidad
2.1. Los departamentos o consejerias

En la actualidad existen en la Comunidad Auténoma nueve departamentos o con-
sejerias: Presidencia y Relaciones Institucionales; Economia y Hacienda; Ordenacién
Territorial, Obras Piblicas y Transportes; Agriculeura, Ganaderia y Montes; Indus-
tria, Comercio y Turismo; Sanidad y Consumo; Bienestar Social y Trabajo; Educacién
y Culceura, y Medio Ambiente.

Entre estos departamentos pueden distinguirse aquellos Hlamados horizontales,
cuya acci6n se proyecta sobre los rescantes con el objetivo de hacer posible el principio
de coordinacidn, de los departamentos sectoriales, que se ocupan de un secror indivi-
dualizado de la acci6n administrativa que se desarrolla de cara a los ciudadanos.

De los primeros (Presidencia y Relaciones Institucionales, y Economia y Hacien-
da), depende en buena medida la consecuci6n de una accién integrada en el conjunto
de la Administracién de la Comunidad Auténoma. Para ello, el Departamento de
Presidencia y Relaciones Institucionales ejerce importantes competencias que afectan
al funcionamiento del resto de los 6rganos adminiscrativos: competencias de coordina-
ci6n de la produccién de disposiciones normativas, de coordinacién de las normas de
organizacién, competencias en materia de politica del personal al servicio de la Ad-
ministracién autonémica, o control del sistema de asesoramiento juridico de la accua-
ci6n administrativa de todos los departamentos. '

Por su parte, al Departamento de Economia y Hacienda le compete la programa-
¢idén econémica, en la que se insertan las diversas acciones sectoriales de los deparea-
mentos econémicos, y la elaboracién del presupuesto, instrumento técnico de coordi-
naci6n y control de la Adminiscracién piblica de primera importancia.

Respecto de esta funcién coordinadora, hay que hacer notar que se han producido
notables altibajos en su desarrollo. Mientras el primer gobierno auronémico (1983-
1987), sensibilizado adn por las previsiones contenidas en el Libro blanco sobre la
Administracién antonémica, manetuvo los instrumentos y 6rganos internos de coordi-
naci6n, los sucesivos gobiernos mostraron una escasa preocupacién por mantener cri-
terios unitarios de actuacién interdepartamental, optando, incluso, en algunos casos
por seguir la direccién contraria.

2.2. La estructura interna de los departamentos

Los departamentos, a su vez, estdn estruccurados internamente en direcciones
generales, servicios, secciones y negociados.

Ninguno de los directores generales ocupa juridicamente una posicién de «segun-
do» del consejero, ya que, como antes se indic6, el secretario general {que podia
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“ocupar dicha posicién, como ocurre en otras comunidades auténomas) tiene en la
Administracién aragonesa categoria de jefe de servicio.

No obstante, a la vista del actual nimero-de direcciones generales y de la ruptura
progresiva del principio de coordinacién general administrativa de las secretarias ge-
nerales a través de una Direccién General del Departamento de Presidencia, se ha
puesto en crisis el modelo de funcionamiento inicialmente previsto, haciéndose preci-
sa una revisién. En efecto, un sistema de organizacin disefiado para un nimero
reducido de direcciones generales puede no ser funcional si éste es sensiblemente
mayor {es dificil concebir un funcionamiento eficaz, v. gr., de la Comisién de Di-
rectores Generales con treinta miembros) y ello puede plantear, a su vez, la funciona-
lidad en su dimensién actual de las secretarias generales, que en un determinado
momento pueden requerir convertirse en la primera direccién general de los distintos
departamentos, con lo que la Comisién de Directores Generales estaria [lamada a ser
una Comisién de Secretarios Generales exclusivamente.

De hecho, ésta es la solucién propuesta en el nuevo proyecto de ley del presidente
y el Gobierno de Aragén, que, junto con el proyecto de Ley de organizacién y funcio-
namiento de la Adminiscracién, se cramitan conjuntamente en las Cortes. El proyec-
to, en efecto, crea la Secretaria General Técnica como primera direccién general de
cada deparramento y la Comisién de Secrerarios Generales Técnicos, siguiendo el
modelo de la Comisién General de Subsecretarios. Aunque esta propuesta pueda dar
respuesta a un problema creado por la realidad administrativa actual, supondrd au-
mentat en nueve el nimero de altos cargos, a no ser que su creacién vaya acompaiiada
{como deberia) de una recomposicién general del modelo estructural de los departa-
mentos, reduciéndose drdsticamente el nimero de direcciones generales. En una Ad-
ministracién de la dimensién competencial y personal de la aragonesa, un namero de
direcciones generales que se situaria en torno a las cuarenta serfa dificilmence justifi-
cable desde la éprica del principio de economia del gasto puablico.

En cualquier caso, la inicial solucién organizativa que se incorporé como férmula
original y especificamente adaptada a la realidad de la Administracién aragonesa escd
siendo desbordada por el inconeenible afin uniformador.

Por otra parte, en la organizacion administrativa aragonesa no existe el puesto de
viceconsejero. La LPDGA no hace referencia a este 6rgano de cardceer politico, cuya
existencia generalizada tendria dificil justificacién en nuestra organizacién, ya que
podria suponer un alargamienco innecesario de la linea jerdrquica y una duplicacién,
como minimo, del nimero de puestos politicos.

Sin embargo, en el texco alcernativo presentado por el Grupo Paclamentario del
Partido Aragonés frente al proyecto de ley del presidente y del Gobierno de Aragén
antes citado, se aboga por la introduccién en la Administracién aragonesa de esta
figura como alternativa «politica» a las secretarfas generales técnicas, que, en virtud
de las previsiones estatutarias, tendrdn que ser cubiertas por funcionarios profesiona-
les.

2.3. Los directores generales y otros 6rganos administrativos centrales. La tendencia
a la inflacién orgdnica y a la progresiva politizacién de los nombramientos

Los direcrores generales son cargos de naturaleza profesional cuya funcién es diri-
gir técnicamente una direccién general,
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El Estatuto de autonomia ha profesionalizado el puesto de director genetal, espe-
cificando que serd de libre designacién encre funcionarios. La LPDGA concretaba, a
este respecto, que dicho nombramiento deberia recaer (como es l6gico teniendo en
cuenta la «profesionalizacién» del cargo) en funcionarios de las distineas administra-
ciones publicas pertenecientes a grupos o escalas para cuyo ingreso se exija ticulacién
académica superior.

No obstante, las presiones politicas han provocado una progresiva politizacién de
estos cargos. En primer lugar, la legislacién sobre funcién publica suprimi6 el requi-
sito de que fueran \inicamente funcionarios de la categorfa superior quienes pudieran
acceder a estos puestos, extendiendo tal posibilidad a los grupos «B» y «C» de titula-
¢ién, con lo que la dimensién profesional del puesto quedaba claramente en entredi-
cho. La razén politica se apoyaba en la mayor facilidad de enconcrar funcionarios
afines a los partidos en el Gobierno entre un mayor nimero de posibles candidatos. En
la propuesta de reforma del Estatuto de autonomia en tramitacién en ¢l momento
actual, se suprime la limicacién estatutaria de necesaria eleccidn entre funcionarios
pliblicos por proceder de tos «pactos autonémicos» de 1982, con lo que, de aprobarse
en los actuales términos, culminaria el proceso de politizacién de los directores ge-
nerales inicialmente concebidos como cargos profesionales.

La LPDGA establece que los directores generales pueden ser convocados a la Co-
misién de Directores Generales, presidida por un consejero designado por el presiden-
te (normalmente el consejero de Presidencia y Relaciones Institucionales) y concebida
legalmente como érgano de coordinacién general de las cuesciones adminiscrativas y
de preparacién técnica de los asuntos que hayan de ser sometidos a la Dipuracién
General (2 modo de la Comisidn General de Subsecrerarios).

La multiplicacién del nimero de direcciones generales desde la aprobacién de la
legislacién vigente actualmente ha supueste que la Comisién prevista en la LPDGA
haya dejado de ser operativa por el excesive nimero de componentes, siendo sustitui-
da por Decreto 164/1993, de 19 de octubre, por la Comisién de Coordinacién Ad-
ministrativa (escamos ante una norma reglamentaria que modifica un precepto legal),
en la que se ha optado por la presencia en la misma de un director general en represen-
taci6n de cada depattamento, designado por el consejero respecivo.

En cuanto a los restantes 6rganos de la estructura central, ya hemos puesto de
manifiesto que el servicio estaba llamado a ser la pieza bdsica de la organizacién
administrativa. No obstante, el aumento progresivo de las direcciones generales ha
supuesto una inflacién paralela de servicios que han ido perdiendo de ese modo parte
de su contenido funcional, al haberse tenido que repartir las competencias preexisten-
tes entre un nimero mucho mayor de éstos.

Algo parecido ha ccurrido con el resto de las unidades administrativas (secciones,
negociados, etc.). Si el Libro blanco sobre la Administracién autonémica habfa insisci-
do en suprimir «jefacuras» sin subordinados que no tenian orra justificacién que la de
cardcter retributivo, la tendencia seguida ha sido la contraria y, en el contexto general
de expansién de direcciones y servicios, las restantes unidades orgdnicas han sufrido
también un aumento injustificado.

Ello podria haberse evitado, quiz4, si la Comisién de Racionalizacién Administra-
tiva creada cras la aprobacisn del Libro blanco hubiera funcionado con el suficiente
apoyo politico y los necesarios estudios técnico-organizacivos, ya que estaba concebida
como una pieza esencial en el proceso de organizacién racional de la Administracién.
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No obstante, huérfana del suficiente respaldo politico, suftié un proceso de burocrati-
zacién progresiva hasta que en fechas recientes se derogé el Decreto que procedid a su
creacion.

Interesa, por otra parte, hacer referencia al modo de provision de los érganos
adminiscracivos. Para los jefes o directores de servicios, la legislacién autonémica
sobre funcién piblica prevé, con caricter general, el sisterna de libre designacién
entre funcionarios de nivel superior, de conformidad con las determinaciones especifi-
cas que establezcan las relaciones de puestos de crabajo.

Aungue la regulacién del procedimiento de libre designacién tiende en la legisla-
cidén aragonesa a garantizar que la discrecionalidad de que goza la Administracién no
pueda convertirse en actuacién arbicraria, lo cierto es que, por una parte, parece
excesivo que todas las jefaturas de servicio se provean por libre designacién y, por
otra, las caurelas legales no han podido evirar que las auroridades politicas en la
eleccién del «mejor profesional» entre los posibles candidacos estén influenciadas, en
muchas ocasiones, por consideraciones politicas o de otra {ndole, totalmente alejadas
de lo especificamente profesional.

De este modo, si la Administracién aragonesa, de acuerdo con los criterios y
determinaciones establecidos en el Libro blanco, nace con una estructura organizativa
razonable y un alto nivel de profesionalizacidn en el acceso a los cargos directivos, lo
que la diferencia inicialmente de otras comunidades auténomas, se produce posterior-
mente una clara tendencia a la inflacién orgdnica y un proceso lento, pero progresivo,
de ineroduccibn de criterios politicos en los nombramientos para puestos reconocidos
legalmente como profesionales. Exactamente lo contrario de lo que hubiera sido de-
seable.

Debe reconocerse, sin embargo, que si el niimero de puestos orgdnicos ha aumen-
tado, como se ha indicado, el total de efectivos burocriricos no ha sufrido apenas
alteraci6n desde que culminé la primera etapa del proceso de transferencias (e inclui-
mos aqui el personal que atiende los servicios periféricos, al que luego nos referire-
mos). Asi, se ha elevado la categoria de los puestos y sus recribuciones, aumencando
muy notablemence el volumen de la masa salarial que la Comunidad Auténoma dedi-
ca a la atencién de los gastos de personal, pero no ha sufrido variacién el nimero total
de funcionarios. Una politica bianda y de concesiones salariales en la negociacién
colectiva y en los procesos de valoracién de los puestos de trabajo puede ofrecer una
explicacién a esta aparente contradiccidn.

2.4. Los gabinetes del presidente y consejeros. Referencia a la Secretaria General de
la Presidencia

Los gabinetes del presidente y los consejeros, cuya posibilidad de creacién se
contempla en la LPDGA, tienen como finalidad que los 6rganos politicos puedan
disponer, en una Administracién profesionalizada hasea la Direccién General, de un
constante apoyo para la adopcién de sus decisiones, que luego deberdn ejecutar a
través de la linea jerdrquica ordinaria. La Ley citada establece que estos 6eganos ten-
gan rango jerdrquico de servicio. Con ello se trata de evitar uno de los problemas mds
patentes de este tipo de drganos: su tendencia, pese a su cardcter de staff, a interferirse
en la actuacién de los 6rganos adminiscrativos de [inea, ayuddndose dé la fuerza moral
que les ofrece el ser personas de confianza y apoyo directo del 6rgano politico. Este
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problema, que se ha manifestadc con frecuencia en las distintas administraciones
publicas, produce notables disfunciones en la organizacién formal, corriéndose el ries-
go de que aparezca una organizaci6n informal paralela que sea la que realmente adopte
decisiones, por lo que es aconsejable que los modernos responsables politicos velen
por que estas interferencias y solapamientos no se produzcan.

Es importante destacar que en la Administracién aragonesa el personal eventual
tiene que estar integrado forzosamente en estos gabinetes de naturaleza politica, con
lo que se ha evitado la utilizacién heterodoxa que de esta figura han efectuado otras
comunidades auténomas, extendiéndola a puestos ordinarios de la estructura adminis-
trativa, cuya naturaleza dificilmente puede justificar que se cubran con eventuales.

Por Decreto 129/1989, de 14 de noviembre, se creé la Secretaria General de la
Presidencia como 6rgano de asistencia inmediata al presidente en sus funciones de
direccién y coordinacién de la accién de gobierno. Al atribuitsele categoria de Di-
reccién General, su titular debe ser funcionario ptiblico. Sin embargo, la realidad es
que sus funciones son propias de un staff politico y, por tanto, se configura como un
gabinete encubierco de mayor rango orgdnico que los restantes. Su tendencia a crecer
en competencias y medios ha convertido a la Secretaria General de la Presidencia en
un 6rgano de especial relieve dentro de la accién politica de la Dipurtacién General
que puede interferir en algunos casos las funciones propias del Deparcamento de Presi-
dencia y Relaciones Institucionales, ya que colabora de forma inmediata con el presi-
dente en la adopcién de decisiones politicas.

3. Qrganos periféricos
3.1. La cuestibn de su existencia

La primera cuestién que habia de plantearse en relacién con los servicios periféri-
cos de la Administraci6én de la Comunidad Auténoma era la de su misma existencia.

En efecto, como consecuencia del Informe de la Comisién de Expertos y de los
subsiguientes pactos autonémicos UCD-PSOE, se incorporé 2 algunos estatutos la
posibilidad por ellos avalada de evirar la creacién de servicios periféricos diferenciados
en las administraciones autonémicas, articuldndolos a través de las diputaciones pro-
vinciales.

En el Estatuto de autonomia aragonés esta opcién no se contempla como una
posibilidad, sino que adquiere cardctrer imperativo, ya que su articulo 45 dispone que
la Comunidad Auténoma «articularé la gestién ordinaria de sus servicios periféricos
propios a través de las Diputaciones Provinciales».

Sin embargo, la realidad es que en el momento de aprobarse el Estatuto de au-
tonomfia por las Cortes Generales ya existe una incipiente escructura administrativa
periférica en 1a Comunidad Aurénoma, que se ha ido creando progresivamente confor-
me se han ido produciendo las cransferencias de competencias por el Estado.

De este modo, cuando en diciembre de 1985 se aprueba por las Cortes de Aragén
fa Ley de relaciones de la Comunidad Auténoma de Aragén y las Diputaciones Pro-
vinciales de su territorio, no se hace referencia alguna a la citada «articulacién»,
existiendo hoy una consolidada Administracién autonémica provincial.

La implantacién de esta estructura administrativa periférica se ha apoyado en el
propio Estatuto, que, en su articulo 44, reconoce la posibiiidad de que los 6rganos de
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la Administracién aragonesa puedan establecerse en diversas localidades de Aragén,
precepro desarrollado con mayor precisién por el articulo 34.2 de la LPDGA, que
dispone que los 6rganos de los departamentos se podrén sicuar en diversas localidades
de Aragbn «y extender su competencia a todo el territorio de la Comunidad o bien a
otras circunscripciones territortales inferioress.

Asf, el fracaso précticamente generalizado de la mencionada articulacién de servi-
cios responde a las dificultades politicas y técnicas que ha supuesto en la pricrica; pre-
tender que el serenta u ochenta por ciento de la accividad de gestién de una Adminis-
tracién piblica se ejerza a cravés de otros entes pablicos con su propia personalidad y
que puedan estar, légicamente, en manos de responsables politicos pertenecientes a
distincos parcidos era en el momento de plantearse, cuando se estdn asentando politica
y administrativamente las comunidades auténomas, una operacién casi imposible.

3.2. Las delegaciones territoriales

La definitiva consolidacién de un sistema de Administracién periférica en nuestra
Comunidad Auténoma se produce con la creacién de las delegaciones terricoriales de
la Diputacién General de Aragén en las provincias de Huesca y Teruel, por Decreto
16/1984, de 1 de marzo.

Las delegaciones terricoriales se crean con la finalidad de conseguir una actuacién
coordinada e integrada de los distintos servicios provinciales dependientes de los de-
partamentos de la Administracién autonémica. En la provincia de Zaragoza no se crea
delegacién territorial por considerarse que la coordinacién de los servicios en esta
provincia puede desarrollarse a través de los propios 6rganos centrales, lo que evita
innecesarias duplicidades.

Las delegaciones rerritoriales tienen las siguientes caracteristicas:

L. En primer lugar, se integran en su estructura los servicios provinciales de los
distintos departamentos, de tal modo que el delegado territorial puede «dirigir e
impulsar» su actividad, situdndose como cabeza jerirquica de todos ellos en dicho
territorio.

Esta integracién se produce, no obsrante, «sin perjuicio de su dependencia orgé-
nica y funcional» del departamento correspondience. Aqui puede considerarse que se
encuentra el verdadero «caballo de batalla» de la realidad de las posibilidades de
actuaci6n directiva de los delegados territoriales sobre los servicios periféricos deparra-
mentales,

Al existir una doble dependencia, la tentacién de los érganos centrales departa-
mentales de relacionarse directamente con el jefe de servicio provincial respectivo,
olvidando al delegado territorial, incluso en los temas de mayor trascendencia, puede,
en la prictica, trastocar los importantes objetivos con que naci6 esta figura.

As{, su auténrica eficacia coordinadora va a depender de que los 6rganos centrales
correspondientes escén sensibilizados con la necesidad de reforzar este érgano y lo
integren en los procesos jerdrquicos de ejecucién de las decisiones de trascendencia
policica y administraciva.

2. En segundo lugar, el delegado territorial es el representante permanente de la
Diputaci6én General de Aragén en la provincia y, ademds, del Departamento de Presi-
dencia y Relaciones Institucionales.
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Este cardcter de representance del Gobierno debe destacarse por su importancia
(en realidad ejerce la misma representacién que ek gobernador civil en relacién con el

Gobierno del Estado), siendo convenience sefialar que fue Aragén la primera Comuni- ~

dad Auténoma que configurd un 6rgano de esta naturaleza, posteriormente introduci-
do en orras comunidades auténomas. La existencia de un dnico delegado rterritorial
con representacién permanente en las provincias evit6 la tendencia observada en algu-
nas comunidades auténomas a crear un delegado territorial politico por cada conseje-
ria, con el consiguiente aumento de érganos y la posibilidad de dispersién y de des-
coordinacién de la accién administrativa.

El delegado territorial tiene categoria de director general (a cuyo régimen ad-
ministrativo y de incompatibilidades se somete) y es nombrado por la Diputacién
General a propuesta del consejero de Presidencia y Relaciones Institucionales.

Entre sus competencias, ademds de representar al Gobierno en la provincia y
dirigir e impulsar la actividad de los servicios periféricos, descacan: la de inspeccién y
supervision del funcionamiento de las unidades administrativas, el control del cum-
plimiento de las normas en materia de personal, la coordinacién de la Administracién
periférica con la Administracién local, e informar, con cardcter previo, los nombra-
mientos de jefes o directores de los servicios provinciales de los deparramentos.

3. Frente a 1o que ocurre en algunas comunidades aut6nomas, los directores o
jefes de servicio provincial tienen la consideracién de puestos profesionales y se cubren
por el sistema de libre designacién entre funcionarios de cuerpos del grupo A, aunque
en éstos la incidencia de faccares de orden politico en los nombramientos es aiin mayor
que la que puede obsetvarse en los jefes de servicios de los 6rganos centrales.

4. Como érgano colegiado de coordinacién, se crea en la provincia la Comisién
Provincial de Coordinacién, presidida por el delegado territorial, de la que forman
parte todos los jefes de servicio provinciales y el secretario general de la delegacién
terricorial, que accuard de seceetario de la Comisién.

En cualquier caso, en relacién con la realidad pasada y presente de las delegaciones
territoriales, hay que indicar que, si bien nacen con unos loables propésitos, tanto de
disponer de una represencacién de la Diputacién General en la provincia de nivel
adecuado, como de dar unidad y reforzar la capacidad de decisién de los servicios
periféricos, lo cierto es que ni los delegados territoriales han conseguido afirmar su
presencia con la suficiente fuerza y solidez en el contexto de los representantes politi-
cos provinciales (gobernador civil, presidente de la Diputacién Provincial) ni ha exis-
tido la voluntad politica necesaria en los 6rganos centrales para impulsar una accién
dirigida a reforzar la posicién de estos 6rganos y de los propios jefes de servicio
provinciales a través de un programa de desconcentracién de competencias. La tenca-
cién concentradora interna, pot un lado, y la aversién a una no deseada competencia
de los érganos politicos provinciales tradicionales, por otro, ha provocado un progre-
sivo languidecimiento de los delegados territoriales, poco aconsejable para la solidez
furura de la Administracién periférica autondmica.

Quiz4 para evitar este declive, el Proyecto de ley del presidente y del Gobierno,
actualmence en tramitacién, pretende reforzar decididamente la figura de los de-
legados territoriales, reguldndolos en su titulo II, dedicado al Gobierno de Aragén.
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4. La administracién institzcional
4.1. Los organismos autonomos

@) Justificaci6én de su existencia en la Administracién autonémica y régimen apli-
cable.

En la legislacién aragonesa no existe una regulacién general y uniraria, como en
alguna Comunidad Aucénoma, de la Adminiscracién insticucional. Sin embargo, en
distintas leyes se hacen referencias concretas tanto a los organismos aut6romos como a
las empresas pablicas.

Asi, la LPDGA, en su arciculo 34, indica que los departamentos de la Adminis-
eracién de la Comunidad Auténoma podrin tener adscricos organismos auténomos, y,
posteriormente, la Ley de hacienda de la Comunidad Auténoma (LHCA), en su ar-
ticulo 6, los define y clasifica siguiendo los criterios de la legislacién estatal.

Antes de hacer una breve referencia a esa normativa y su aplicacién posterior,
deben efectuarse unas consideraciones sobre el papel y sentido de los organismos
autdnomos en una Administracién autonémica como la aragonesa,

Pudo observarse en los primeros afios de funcionamiento de las nuevas administra-
ciones aurondémicas una rendencia a reproducir en sus organizaciones administrativas
los organismos auténomos cuyas funciones habian sido objeto de transferencia por la
Administracién del Estado. Asf, alli donde en ésta existia un organismo auténomo,
determinadas comunidades se sentian obligadas a recrearlos miméticamente en sus
propias estructuras administrativas. Esca actitud, que provocaba como consecuencia
una proliferacién de organismos auténomos en las nacienctes administraciones, fue
criticada en la medida que suponia una falta de imaginacién y creatividad preocupan-
te a la hora de definir un nuevo modelo de organizacién administrativa,

Una de las directrices de actuaci6én del Informe sobre la Administracién citado en
ocasiones anteriores era la de que se evirara la tentacién de crear, sin razones de peso
que lo justificaran, un excesivo nimero de organismos aut6nomos, resolucién que es
preciso reconocer que ha tenido un alto nivel de cumplimiento en el proceso de
estructuracién de la Administracién aragonesa,

Por 1o que se refiere a su tratamiento notmativo, la legislacién aragonesa se inspira
directamente en la legislacién estatal. El articulo 6 de la Ley de hacienda de la Comu-
nidad Auténoma define los organismos auténomos como «los creados por Ley de
Cortes de Aragén, con personalidad juridica y patrimonio propios, distintos de los de
la Comunidad, a quienes se encomienda expresamente en régimen descentralizado la
organizacién y administracién de algin servicio piblico y de los fondos adscricos al
mismo, el cumplimiento de actividades econémicas al servicio de fines diversos o la
administracién de determinados bienes de la Comunidad». Esta misma Ley clasifica a
los organismos auténomos y regula su creacién y excincién de acuerdo con los criterios
de la Ley general presupuestaria.

En cuanto a su régimen juridico, la LHCA especifica que «se regirin por su Ley
de creacién» y por la propia LHCA en lo que les sea de aplicacién. Parece claro que,
no existiendo, como se ha indicado, una ley general sobre la Administracién institu-
cional de la Comunidad Auténoma (posiblemente innecesaria), el instrumento legal
bisico de regulacién del organismo serd la ley de creacién, debiendo, asimismo, tener-
se en cuenta los preceptos presupuestarios y econdmicos de la LHCA que les afectan y
también la legislacién estaral sobre la materia, ya que al Estado competen en exclusiva
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«las bases del régimen juridico de las Administraciones Pablicas», que deberdn respe-
tar las leyes aragonesas de creacién de entes autdnomos.

El Proyecto de ley reguladora de la organizacién y funcionamiento de la Ad-
ministracién de la Comunidad Auténoma, actualmente en cramitacion parlamentaria,
dedica un ritulo a «los organismos pablicos y empresas de la Comunidad» y, dentro
de éste, un capitulo a «los organismos auténomos», efectuando una regulacién, senci-
lla pero complera y sisterndtica de los mismos, que no aporta novedades de relieve (el
margen de innovaci6n respecto de la normativa bdsica es escaso) en relacién con el
régimen general.

Aungque en la actualidad no existe una regulacién general, es posible, sin embar-
go, a partir de las leyes aprobadas que contemplan la creacién de organismos auréno-
mos concretos, ofrecer algunas consideraciones generales sobre los mismos. Asi, es
preciso sefialar que, a pesar de su naturaleza y definicién como entes auténomas, su
grado real de autonomia es escaso. Su auronomfa en el plano de las decisiones politi-
cas es muy pequefia, ya que los altos cargos del organismo son nombrados por la
Diputacién General a propuesta del consejero a cuyo departamento estdn adscritos.
Existe, ademds, un control jerdrquico por estos 6rganos de las actividades y decisiones
de los directivos de los organismos auténomos. Su autonomia presupuestaria y patri-
monial es también muy relativa, e incluso ha sido una norma habicual en sus leyes de
creacién repunciar a que tengan funcionarios propios, adscribiéndoseles personal pro-
cedente de los servicios cencrales.

De este modo, puede afirmarse que en la prictica los organismos auténomos
aragoneses han venido funcionando de hecho como una direccién general més del
departamento correspondiente.

#) Referencia especifica a los organismos auténomos creados en la Comunidad
Aurdénoma. :

El primero de los organismos auténomos creados en la Administraci6n aragonesa
es el Insticuto del Suelo y la Vivienda de Aragén. La Ley reguladora es de 22 de
noviembre de 1989, justificando su creacién en las competencias de cardcter eminen-
temente mercantil y financiero que ha de desarrollar el Instituto, que hacen conve-
niente «que el 6rgano de gestién esté dotade de una suficiente auronomia funcional y
financiera».

El ISVA se crea con el cardccer de organismo auténomo «de cardcrer comercial y
financiero», pero sin perjuicio de desempeiiar las funciones administrativas relaciona-
das con la promocién privada de viviendas de proteccién oficial y rehabilitacién, lo
que viene a ponec de manifiesto la cesis antes expuesca de la débil construccién técnica
de la clasificacién legal de los organismos auténomos.

El Servicio Aragonés de Salud, creado por la Ley 2/1989, de 21 de abril, se
configura como un organismo auténomo de cardcter administrativo, en el que habri
de integrarse la red de centros sanitarios asistenciales de la Comunidad Auténoma.
No obstante, la ausencia de perspectivas de transferencia de las instituciones de la
Seguridad Social (Insalud), que no se ha incluido como competencia de la Comunidad
Auténoma en la reciente reforma del Estatuto, hace que los ambiciosos objetivos
iniciales de este organismo se hayan desdibujado.

Finalmente, la Ley 2/1993, de 19 de febrero, creaba el Instituto Aragonés de la
Mujer, como organismo auténomo de cardceer adminiscrativo adscrito directamence a
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la Presidencia de ta Dipurtacién General. Al margen de las dudas sobre la correccién
técnica de su dependencia directa del presidence del Gobierno aragonés, su débil
estructura presupuestaria y burocritica hubieran hecho aconsejable posiblemente su
configuracién como un servicio diferenciado sin personalidad juridica propia, ya que
su funcionamiento prictico no exige una mayor autonomia que la de las unidades
ordinarias,

4.2. Las empresas piblicas

Ei Estatuto de autonomia, en su articulo 35.1.14, considera como competencia
exclusiva de la Comunidad Auténoma «la creacién y gestién de un sector publico
regional propio de la Comunidad», y en su articulo 57.2 dispone que la Dipuracién
General de Aragbn podrd crear empresas piiblicas para la ejecucién de sus funciones
propias reconocidas en el texto estatutario. Desarrollando esta previsién, el articulo 7
de la LHCA establece que son empresas de la Comunidad Auténoma, «a los efectos de
esta Ley»:

a) Las sociedades mercantiles en cuyo capiral la parcicipacién directa o indirecta
de la Adminiscracién de la Comunidad Aut6noma o de sus organismos auréno-
mos sea mayoriraria,

&) Las entidades de derecho piblico, con personalidad juridica, que por su ley de
creacién hayan de ajustar sus acrividades al ordenamiento juridico privado.

Puede asi observarse que la calificacién como «empresas» de la Comunidad Auté-
noma depende bdsicamente, no de la forma juridica pablica o privada adoprada, sino
del régimen juridico de las actividades, que deberd ser, en ambos casos, de derecho
privado.

En relacién con las sociedades mercanciles, hay que hacer notar que el nimero de
las creadas como tales durante estos afios no ha sido elevado, diez en coral, de las que
s6lo siete siguen existiendo. No obstante, a pesar de ello, la gesti6n de algunas de
ellas ha estado rodeada de fuertes polémicas politicas (como es el caso de la empresa
Pabellén de Aragén 92, SA, ya excinguida, o actualmente Videotex Aragbn, SA).

El mayor debate parlamentario lo produjo la creacién por la Dipuracién Genetal
{por Decreto 105/1992, de 26 de mayo, y Decreto 106/1992, de 26 de mayo), de dos
empresas para «la ejecucién de obras piblicas de infraestructura» y «para ejecutar
acciones relacionadas con el suelo y la vivienda», respectivamence, adscriras al orga-
nismo aucénomo Instituco del Suelo y la Vivienda de Aragén. La acusacién que los
grupos de la oposicién hacian al Gobierno es que determinadas funciones de cardcter
inequivocamente publico iban a ejecutarse a través de procedimientos juridico-priva-
dos que no ofrecian las garantias propias del derecho piblico. El Gobierno justificaba
su creacién en la necesidad de buscar férmulas alcernarivas a los lentos procesos buro-
criticos y argumentaba que ral férmula operaba sin problemas en otras comunidades
auténomas, El cambio de Gobierno que se produjo en la Comunidad Aurénoma en
septiembre de 1993 supuso la extincién de las mismas, de acuerdo con lo anunciado
por el actual presidente en la sesién en que se debatié la moci6n de censura que
provocd el cese del Gobierno ancerior.,

Pasando a referirnos al segundo tipo de empresas pablicas, es decir, a aquellas
que, adoptando la forma de entidades de derecho publico, rigen sus acrividades por el
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derecho privado (lo que responde también a un proceso, en algunos aspectos preocu-
pante, de «desadministrativizacién» de determinadas organizaciones puablicas) y que,
como la propia LHCA dispone, habrin de nacer o extinguirse, come los organismos
auténomos, por ley, sélo pueden citarse dos casos en la Comunidad Auténoma arago-
nesa.

El primer ente piblico de esta naturaleza creado hasta el momento en la Comuni-
dad Auténoma de Aragdn es la Corporacién Aragonesa de Radio y Televisién, defini-
da por la Ley reguladora, de 15 de abril de 1987, como entidad de derecho piiblico
«con la naturaleza prevista en el arciculo 7.1.b de la Ley de Hacienda de la Comuni-
dad Auténoma de Aragén», y por ello en su articulo 15.2 se dispone que «sus relacio-
nes juridicas excernas, adquisiciones patrimoniales y régimen de contratacifn estardn
sujetos al Derecho privado, sin otras excepciones que las previstas en la legislacién
vigente», y, asimismo, el personal de la Corporacién y de sus sociedades se regird por
lo dispuesto en la legislacién laboral (articulo 38.1).

La organizacién de este ente publico tiene componentes propios de una sociedad
mercantil y de un organismo auténomo. Los 6rganos de direccién —Consejo de Ad-
ministracién, Consejo Asesor y Director General — responden a un esquema hibrido
en el que el cardcter pablico de la institucién no impide que ésta se adapte en su
funcionamiento a las formas juridicas privadas.

El desincerés del Gobierno autonémico durante un dilatado periodo de tiempo y
las graves discrepancias politicas posteriotes sobre la forma de ejecucién del proyecto
de televisién autonémica, han supuesto que, después de siete afios de vigencia de la
Ley, el Consejo de Administracién del ente no se haya constituido ni sea previsible
que ello ocurra a corto plazo.

Por Ley 7/1990, de 20 de junio, de las Cortes de Aragén, se cre6 otro ente
plblico, el Instituto ‘Aragonés de Fomento, que se configura también como entidad
de derecho piiblico con personalidad juridica propia, a cuyo «régimen de contrata-
cién, trifico patrimonial y mercantil y actividades externas le serd de aplicacién el
ordenamiento juridico privado.»

Los objetivos bdsicos del Instituto de Fomento (favorecer el desarrollo socicecond-
mico de Aragén, favorecer el incremento y consolidacién del empleo, y corregir los
desequilibrios territoriales), junto a sus funciones definidas en el articulo 4 del
proyecto de ley, justifican la adopcién de esta férmula juridica, que garantiza la
agilidad y eficacia de la actuacién del ente sin menoscabo de su naruraleza juridico-
puablica.

4.3, Otras entidades de derecho piiblico

Existen en la organizacién piblica de la Comunidad Auténoma aragonesa dos
entidades de derecho piiblico que no es posible encuadrar en las categorias anteriores:
la primera de ellas es el Consejo de la Juventud de Aragén, creado por Ley 2/1985, de
28 de marzo, «como entidad de Derecho piblico con personalidad juridica propia y
plena capacidad para el cumplimiento de sus fines», configurindose como un érgano
de relacién, en los temas relativos a juvencud, con las entidades piblicas existentes en
Aragén y, especiatmente, con la Diputacién General de Aragén, a través del Departa-
mento de Bienesear Social y Trabajo, competente por razén de la materia.

Si se analiza la composicién del Consejo, de base asociativa privada, y sus funcio-
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nes, es dificil comprender cémo se ha optado por configurarlo como una entidad de
derecho piiblico, algunos de cuyos actos pueden estar sujetos al derecho administrati-
vO y, por tanto, ser recurribles ante la jurisdiccién contencioso-administrativa (articu-
lo 11 de la Ley reguladora).

Como es logico, el propio texto legal expresa que «no serin de aplicacién al
Consejo de la Juventud las disposiciones de la Ley de Entidades Estarales Aut6no-
mas», por lo que su régimen juridico, que la Ley no detalla, queda en la més absolurta
indefinicién, siendo pricticamente imposible la utilizacién de criterios analégicos por
la inexistencia de supuestos similares,

La Ley 3/1990, de 4 de abril, crea otro ente de caracteristicas muy similares al
anterior: el Consejo Aragonés de la Tercera Edad, al que califica como «entidad de
derecho piiblico con personalidad juridica y plena capacidad para el cumplimiento de
sus fines», que habrd de regirse por su Ley de creacién, por las normas que la des-
arrollen y por los estatutos que elabore el propio Consejo.

En este caso no existe en la Ley la mds minima referencia al régimen juridico de
los actos del Consejo, laguna legal técnicamente inexplicable y que podria llevar a
suponer que la »is atractiva derivada de la calificacién del Consejo como persona juri-
dico-pablica comportarfa su aplicacién a aquéllos como norma general del derecho
administrativo.

Sin embargo, si se tiene en cuenta la base asociativa del propio Consejo y su
estructura y funciones, puede resultar una concradiccién la aplicacién al mismo de un
régimen juridico-piblico.

En realidad, el problema nace de que lo que debié configurarse como érganos
consultivos y de participacién de unos determinados sectores e intereses sociales en la
Administracién autondémica, se ha calificado como ente pablico, produciéndose una
«publificacién» de lo que sélo debe pertenecer al campo de las relaciones juridico-
privadas,

5. Organos consultivos y de participaciin

En el proceso de construccién de la Administracién de la Comunidad Aurénoma
aragonesa han estado presentes las acruales controversias sobre el tipo de 6rganos
consultivos mds adecuados para una Administracién eficaz.

Asi, hoy dia, parece que el tradicional sistema de Stganos consultivos colegiados
de cardcrer burocrdtico, independientes de la Administracién activa que evaciian con-
sulcas de ésta a través de dictdimenes solemaes, se adapea con dificultad a las necesida-
des de asesoramiento puntual y permanente de los 6rganos adminiscrativos de gestién.

Por otra parte, se observa en las actuales administraciones una multiplicacién
permanente de los érganos colegiados de cardcrer consultivo no burocrirticos, es decir,
de aquellos en los que estdn representados los diversos intereses sociales afectados por
las decisiones de los 6rganos activos.

En este contexto haremos referencia a los 6rganos consultivos de la Administra-
cién autonémica, distinguiendo entre aquellos de cardcter interno no representantivos
y aquellos que redinen la condicién de drganos consulrivos y de participacién,

En cuanto 4 los primeros, hay que indicar, en primer lugar, que no existe en la
Comunidad Auténoma aragonesa un alto drgano colegiado consuleivo del Gobierno,
Su inexistencia ha podido estar justificada hasta el momento si se ciene en cuenta la
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dimensién de su Administracién, su realidad competencial y la posibilidad existente
de recurrir en supuestos concrecos al propio Consejo de Estado.

No obstante, el proyecto de Ley del presidente y del Gobierno de Aragén, actual-
mente en tramitacidn en las Corces, prevé la creacién de la Comisién Juridica Asesora
del Gobierno, a la que atribuye, en relacién con ¢l Gobierno y la Adminiseracién de la
Comunidad Auténoma, una extensa relacién de competencias consultivas que vienen
a coincidir sustancialmente con las que en el dmbito nacional ejerce el Consejo de
Estado. Incluso dispone que «conforme a lo autorizade por el ordenarmiento juridico
aplicable, la Comisién Juridica Asesora informard en los asuntos de competencia a las
entidades locales aragonesas que requieran dictamen de un érgano consuleivo» (ar-
ticulo 58 del Proyecto), estableciendo —con todo tipo de cautelas juridicas por los
problemas competenciales que podria conllevar— la posibilidad de que la funcién
consultiva de la Comisién se extienda en el futuro.a las corporaciones locales.

En el debate parlamentario de totalidad del Proyecto de ley, algunos grupos poli-
ticos mostraron sus reticencias a la creacién de este 6rgano por considerar las dificulra-
des existentes para garantizar, al menos dentro del esquema legal del proyecco, el
prestigio, impatcialidad y cualificacién técnica que se reconoce al Consejo de Estado.

De este modo, en el momento presente, el 6rgano que tiene atribuida la funcién
consultiva de cardcter mds general en la Adminiscracién aragonesa es la Direccién
General de los Servicios Juridicos y Relaciones Institucionales, integrada en la estruc-
tura del Departamento de Presidencia y Relaciones Institucionales.

A esta Direccién General, a la que estdn adscricos los lecrados de la Administra-
cién de la Comunidad Auténoma, le corresponde (ademds de las funciones de repre-
sentacién y defensa de ésta ante el Tribunal Constitucional y los érganos jurisdiccio-
nales) «la funcién de asesoramtento en Derecho de la Dipuracién General, de ia
Administracién Pablica y de los organismos autdénomos de la Comunidad Aucénoma
de Aragén». A la vista de las importantes funciones consultivas que le atribuye su
norma reguladora, es obvio que a la Direccién General de los Servicios Juridicos le
cotresponde una funcién primordial tanco en el correcto proceso de produccidn del
derecho piiblico de 1a Comunidad Auténoma como en la sujecidn a la legalidad de sus
decisiones de mayor trascendencia. Sin embargo, la permanente tentacién de los 6rganos
politicos de sustraerse a los concroles téenicos (mds adn si provienen de un érgano ajeno al
propio departamento) supone que, en la prictica, se incumpla en ocasiones el trimite de
consulra, peligrando el cumplimiento de los objetivos de la direccién general.

El segundo grupo de 6rganos consultivos a los que al comenzar este epigrafe nos
referfamos es el de aquellos que, a la vez de desarrollar una funcién de asesoramiento,
tienen como finalidad, segiin ha indicado Sdnchez Morén, introducir en el proceso de
formacién de las decisiones los intereses colectivos ¢ difusos que emergen dencro de la
sociedad moderna frente a la dicotomia cldsica interés privado-interés piblico.

El nimero de 6rganos consultivos de esta naturaleza creados desde la aprobacién
del Estaturo de autonomia ha sido muy elevado (como también ha ocurrido en las
restantes comunidades aucdnomas), en la medida que ha sido uno de los escasos recur-
sos técnico-organizativos para llevar a la priccica el objetivo de conseguir unas ad-
ministraciones pidblicas mds participativas y préximas al ciudadano. Lo cierto es que
la proliferacién mecdnica y tendente a generalizarse a todos los sectores de estos conse-
jos puede ser un exponente de la ausencia de imaginacién politica para encontrar otras
vias de participacién diferentes,
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Entre los 6rganos consultivos de participacidn creados en la Adminiseracién de la
Comunidad Auténoma, cabe citar: el Consejo Agrario de Aragén {Decreto 77/1983,
de 21 de julio); el Consejo de Comunidades Aragonesas (Decreto 14/1986, de 6 de
febrero); el Consejo Aragonés de Bienestar Social (Decreto 160/1987, de 20 de octu-
bre); el Consejo Asesor de Industria y Energia (Decreto 10/1983, de 14 de enero); el
Consejo Asesor de Investigacién (Decreto 88/1983, de 6 de octubre); el Consejo del
Patrimonio Cultural (Decreto 5/1984, de 24 de enero); el Consejo Regional de Trans-
portes (Decreto 29/1986, de 24 de marzo, modificado por Decreto 110/1986, de 14
de noviembre); el Consejo de Turismo (Decreto 62/1984, de 30 de julio); los Consejos
de Caza (Decreto 42/1986, de 14 de abril); 1os Consejos de Salud (regulados en la Ley
del Servicio Aragonés de Salud); el Consejo Aragonés del Deporte (Decreto 61/1994,
de 6 de abril), etc.

Dentro de este tipo de 6rganos tienen una especial importancia y significado dos
creados por leyes especificas en los dleimos afios: el Consejo Econémico y Social de
Aragén, creado por la Ley 9/1990, de 9 de noviembre, como «6rgano para hacer
efectiva la participacién de los sectores interesados en la politica econ6mica y social de
Arag6n», y cuyo nivel de funcionamiento en su corto periodo de existencia ha sido
notable; y el Consejo Aragonés de Proteccién de la Naturaleza, creado por la Ley
211992, de 13 de marzo, «como 6rgano colegiado consultivo y de participacién en
materia de proteccién de la naturaleza y de utilizaci6n racional de sus recursos», como
consecuencia de una iniciativa legislativa popular, sin que haya respondido hasta el
momento a las expectativas y objetivos que impulsaron su constitucién.

II1. El funcionamiento de la Administracién: propuestas e iniciativas de
modernizacién y reforma

1. Planteamiento inicial

Ya se indicé al comienzo de este trabajo que la sensibilidad politica ante los
problemas de funcionamiento de la Administracién no ha sido muy elevada durante la
iltima década.

En Aragén, durance la etapa preautonémica poco se pudo hacer para mejorar el
funcionamiento de los escasos servicios transferidos. El objetivo basico fue integrarlos
en la nueva estructura politica y procurar mantener como minimo los niveles de
gestién de la Adminiseracidn ancerior. La desacertada planificacién del proceso de
transferencias y su cicaterfa durante este primer periodo impidieron cualquier plan-
teamiento mds innovador.

Aprobado el Estatuto de autonomia y elegidas las Cortes de Aragén, el primer
Gobierno muestra una especial sensibilidad por las cuestiones relacionadas con la
mejora del funcionamienco de la Adminiscracién piiblica emergente y elabora el tan-
tas veces citado Libro blanco o informe sobre su organizacién y funcionamiento, dedi-
cando una parte importante de sus propuestas de actuacién a la introduccién de pro-
gramas especificos sobre el funcionamiento de la Administracién, Temas tales como
la planificacién y programacién de la actividad administrativa, mecanismos de coordi-
nacién, productividad y andlisis del rendimiento de los servicios, simplificacién de
procedimientos, funci6n directiva, y otros muchos, eran tratados en el Informe, pro-
poniéndose programas concrecos de actuacién.
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Si con respecto a la organizacién administrativa las propuestas del Informe (1985)
marcaron las pautas bésicas posteriotes (aunque con notables distorsicnes e incumpli-
mientos en algunos casos), en las soluciones sobre los problemas de funcionamiento de
los servicios los incumplimientos fueron mucho mayores. Tras la aprobacién del In-
forme por las Cortes, la resistencia a la ejecucién de sus directrices en el seno de la
Administraci6n fue patente, y después del cambio de Gobierno producido como con-
secuencia de las elecciones autonémicas de 1987 se fue abandonando progresivamente
el cumplimiento de la mayor parte de sus indicaciones.

S6lo determinadas acciones puntuales, bien procedentes del Libro blanco, bien
instrumentadas de forma individual y aislada, se llevaron a cabo durante varios afios
(1987-1991). La sensibilidad por los problemas de mejora de la Administracién pi-
blica sélo se recupera en la Comunidad Auténoma con motivo de la elaboracién por la
Administracién del Estado de sus planes de modernizacién de las administraciones
piblicas. Resultaba asi paradéjico que un Gobierno autonémico descubriera su voca-
cién por la modernizacién a impulsos de una iniciativa del Gobierno central, cuando
seis afios antes las Cortes de Aragén habian aprobado por unanimidad un plan de
actuaci6én sobre la Administracién que estaba en una gran parte adn por desarrollar.

En este contexto, la Diputacién General en el afio 1992 iniciaba las actuaciones
precisas para la elaboracién de un plan de modernizacién que no llegé a culminarse al
producirse en 1993 un nuevo cambio de Gobierno.

El actual Gobierno aragonés aprobé al comienzo de su mandato el ya citado
Proyecto de ley reguladora de la organizacién y funcionamiento de la Administracin
autonémica. Pese a su calidad téenica, no propone de forma general (como hace por
ejemplo la Ley del Parlamento de Catalufia de 14 de diciembre de 1989, de organiza-
ci6n, procedimiento y régimen juridico, en su titulo III) la inscrumentacion juridica
del conjunto de medidas dirigidas a mejorar el funcionamiento administrativo, sino
que opta por establecer determinadas regulaciones puntuales.

2. Organos creados para «la modernizacién y reforma»: burocratizacién progresiva y
desaparicién final de la Comisi6n de Racionalizacién Administrativa

El Libro blanco sobre la Administracién disponia como 6rgano nuclear para la
instrumentacién del plan de reforma la constitucién de una Comisién de Racionaliza-
ciébn Administrativa (Decreto 105/1985, de 29 de agosto), presidida por el consejero
de Presidencia y Relaciones Institucionales, de la que formaban parte directores y
responsables técnicos de las dreas de organizacién, funcién pablica, presupuestos,
informdrica y servicios juridicos, y a la que rambién se incorporaban expertos en
técnicas de gestién y organizacién. Este 6rgano estaba llamado a tener un papel decisi-
vo tanto en la organizacién administrativa como en la introduccién de las iniciativas
de modernizacién. Su vitalidad fue notable en un principio y promovié estudios sobre
la organizaci6n, programas concretos de simplificacién de trimites y la elaboracién de
un plan de informatizacién, pero progresivamente, y por muy variadas razones, su
impulso inicial decayé, convirtiéndose en un érgano colegiado burocritico de control
de determinados expedientes sobre creacién de nuevos érganos o sobre temas funcio-
nariales.

Uno de los instrumentos considerados como de primera importancia para el éxito
del proceso de reforma era también la Inspeccién de Servicios. La vinculacién encre los
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concepros de organizacidén e inspeccién era el criterio inspirador del Decreto
104/1985, de 25 de agosto, regulador de la Inspeccién de Servicios de la Diputacidén
General de Aragén. En él, la Inspeccibn se concebia no como un érgano de control del
funcionariado, sino como una unidad de estudio y propuesta de aleernativas sobre la
organizacidén y el funcionamienco de ta Administracién autonémica. De esra unidad
dependia en buena medida la correcta inscrumentacién técnica del proceso de refor-
mas.

Sin embargo, la realidad en la prictica fue muy distinta. Por una parte, se se-
pararon al cabo del tiempo las funciones de organizacién e inspeccién; por otra, los
inspectores dejaron de analizar con caricter creativo y modernizador los servicios y se
limitaron a realizar acrividades adminiscrativas de cardcrer general, incluso ajenas al
propio concepio de inspeccién.

El relanzamiento de las sensibilidades modernizadoras a principios de los noventa
a que antes hemos hecho referencia, supuso que por Decrero 66/1992, de 28 de abril,
se derogara la norma creadora de la Comisién de Racionalizacién Administrativa y se
creara una nueva Comisién de Ordenacién y Racionalizacién Adminiscrativa. Sus
funciones volvian a ser ambiciosas, pero la consistencia de sus avales politicos e inclu-
s0 técnicos era escasa, hasta el punto de que el Gobierno que accedié a la Diputacién
General en 1993 suprimié la citada Comisién, sustituyéndola por una Comisién de
Coordinacién Administrativa (Decrero 164/1993, de 19 de octubre) cuyas competen-
cias nada tienen que ver con la modernizacién y reforma de la Administracién.

Triste discurrir, por tanto, el de un érgano que se considerd esencial en el proceso
de modernizacién de la Administracién aragonesa.

3. Realizaciones y fracasos en las iniciativas de reforma y modernizacion

Casi todas las acruaciones desarrolladas en este 4mbito provienen de las contem-
pladas inicialmente en el Libro blanco sobre la Administraci6n, aunque ya se ha indica-
do que entre los objetivos programados y las realizaciones efectivas existe una gran
distancia.

3.1. La planificacién y programacién de la acrividad administrativa

Frente a las indicaciones y previsiones del Libro blanco, que exigia que cada 6rgano
hasta el nivel de servicio elaborara un programa de actuacién 2nual, ha de reconocerse
que no existe en la actualidad un sistema general de programacion de las accividades
integrado en la Comunidad Auténoma. El grado de definicién de los objecivos de las
direcciones generales, servicios, etc., es muy escaso y las posibilidades correlativas de
ejercer un concrol de resultados casi nulas.

Como es natural, los instrumentos generales de planificacién se han aprobado
(ejemplos de ellos pueden ser los planes econémicos regionales o el Plan estratégico
para Aragén); como también se ha ido afinando progresivamente en la técnica de
elaboracién del presupuesto por programas, aunque sus posibles vircualidades como
técnica de direccién y concrol se han explotado muy escasamente. Pero la realidad es
que los érganos administrativos de la Comunidad Auténoma aragonesa siguen actuan-
do, en general, a remolque de los hechos, zarandeados por la presién diaria de los
diversos asuntos que fluyen del exterior, sin la suficiente capacidad de anticipacién a



Manuel Giménez, La Administracidn de ln Comunidad Awténoma de Aragin. ... 197

través de una labor de programacidn y definicién de objetivos correctamente instru-
mentada.

3.2. Simplificacién de trimites y procedimiencos

En el afio 1986 se inici6 un programa «piloto» de simplificacién de procedimien-
tos promovido por la recientemente creada Comisi6n de Racionalizacién. Este progra-
ma, que afecté a expedientes relacivos a las materias de caza y pesca y, en parte, con
cardcter muy elemental, a instalacién de industrias, inicidndose también en procedi-
mientos relacionados con la materia de vivienda, pero no tuvo ningin desarrollo
<posterior, pese a haber sido evidentes los rendimientos obrenidos en los procedimien-
tos en que se urilizé.

Afos miés carde, por Decrero 198/1993, de 24 de noviembre, se creé la ventanilla
tdnica en la Administracién de la Comunidad Auténoma. Pese a que en su articulo 6
esta disposicion escablece que «la Gerencia de Servicios de Ventanilla Unica podrd
gestionar de manera unificada la tramitacién de expedientes administrativos, cuando
as{ lo permirtan las disposiciones legales en cada materia», la implantacién de procedi-
mientos unificados es un tema de gran complejidad normativa y técnica, que requiere
tiempo, y es, hasta ahora, més un deseo que una realidad. Esta «ventanilla dnica» es,
por tanto, en el momento presente, ante todo, una buena oficina de informacién, a la
que nos referitemos con mds detalle en un epigrafe posterior.

3.3. Planes de informatizacién y comunicaciones

El primer Plan de informacizacidn se elabor6 en el marco de las direccrices aproba-
das como consecuencia del Informe sobre la Administracién en el afio 1986. Se basaba
en un cricerio excesivamente cencralizador y la eclosién de tos microprocesadores hizo
que su ejecucién fuera en la prictica imposible. Ello supuso que cada departamento
del Gobierno concibiera de forma auténoma su gestién informarizada, lo que supuso
como consecuencia una descoordinacién elevada en la implantacién del sistema. Por
ello se inicié.en enero de 1992 la elaboracién de un nuevo Plan informdrico (que
continuaba optando por criterios muy centralizadores y que no lleg6 a ser aprobado),
junto con un Plan de comunicaciones cuya ejecucién, sin embargo, ha constituido un
relacivo €xito.

Los programas de formacién del personal en técnicas informdricas se han ido de-
sarrollando con normalidad, pero el grado de informatizacién de la organizacién es, en
este momento, muy desigual y particularmente bajo en los servicios periféricos.

3.4. Ewvaluacién del rendimiento y control de eficacia de los servicios

Ya se ha indicado que el 6cgano encargado de someter periédicamente a auditorias
e inspecciones criticas para comprobar el nivel de eficacia de los distintos drganos y
proponer, en su caso, medidas de correcién era la Inspeccién de Servicios. Su Decreto
regulador asi lo disponfa, garantizando, ademds, la independencia de la funcién ins-
pectora de los departamentos sometidos a su examen. Su puesta en priccica, sin em-
bargo, constituyé un evidente fracaso que comenzé cuando los inspectores fueron
seleccionados, salvo algin caso, encre funcionarios cuya especializacién profesional
estaba muy alejada de las cécnicas de organizacifn y gestién pablica. La ausencia de
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una decidida voluntad politica de evaluar el rendimiento de la organizacién hizo el
resto. En la actualidad es un programa arrinconado y con escaso predicamento entre
las autoridades y funcionarios de la Comunidad.

No obstante, el nuevo Proyecto de ley reguladora de la organizacién y funciona-
miento de la Administracién autonémica, en su disposicidn adicional undécima, obli-
ga acertadamente a los érganos administrativos y organismos piblicos «a someterse
periédicamente a controles de eficacia, que tendrdn como finalidad comprobar el
cumplimiento de los objetivos asignados por el ordenamiento y el coste econémico
consiguiente». 51 se aprobara esta disposicién en su acrual redaccién, seria preciso que
la Administracién inscrumentara los medios que hicieran posible el efectivo cumpli-
miento de lo preceptuado, ya que, como ha podido observarse, las resistencias politi-
cas y burocrdticas son intensas.

3.5. Coordinacién y control de la calidad de las normas juridicas

Una preocupacién ya manifestada en el Libro blanco sobre la Adminiscracién en
1985 era el progresivo deterioro de la calidad técnica de las normas reglamentarias e
incluso de los proyectos de ley que la Diputacién General remicia a las Cortes y la
descoordinacién interna de sus procedimientos de elaboracién. Las recomendaciones
que aquél efeccuaba no sélo no se cumplieron, sino que el namero de «filcros» tée-
nico-juridicos al que se sometian las normas eran cada vez menor, actuando cada
departamento (e incluso cada direccién general) independientemente en el proceso de
elaboracién de las normas. La situacién a la que se llegd ha obligado a adoprar diversas
medidas puntuales. Una instruccién interna del Departamento de Presidencia (1993)
especifica las condiciones técnicas a que deben ajustarse los proyectos de ley y regla-
mentos, trasladando a la Comunidad Auténoma los criterios ya establecidos por dis-
posiciones de la Administracién general del Estado. Por otra parte, la Direccién Ge-
neral de los Servicios Juridicos estd efectuando un notable esfuerzo para conseguir que
todas las disposiciones pasen por el obligado filtro de su informe. Finalmente, el
Proyecto de ley del presidente y del Gobierno de Aragén, actualmente en tramitacién
patlamentaria, dedica una cuidadosa atencién al procedimienco de elaboracién de las
disposiciones de cardccer general, introduciendo todo tipo de cautelas para garantizar
la calidad de las normas.

3.6. Servicios de informacidn al ciudadano. La «ventanilla Gnica»

Por Decrero 16/1983 se cred la Oficina de Informacién, Sugerencias y Reclama-
ciones, bajo la dependencia direcra del propio presidente de la Diputacién General.
Posteriormente, en 1987 se integr6 en el Deparramento de Presidencia y Relaciones
Institucionales y se extendieron su oficinas a las Delegaciones Territoriales de Huesca
y Teruel. Pese a la escasez de medios iniciales, su creacién fue bien recibida y funcio-
naron correctamente, con una notable rendencia a la expansién. La primera conse-
cuencia de ello fue la aprobacién por Decrero 196/1988, de 27 de diciembre, de la
constitucién de una mds ambiciosa Oficina de Relaciones Ciudadanas, bajo la depen-
dencia del consejero de Presidencia y Relaciones Institucionales, dotada de un cenero
de documentacién de alta calidad y de los necesarios medios personales y materiales.

El dleimo paso en este proceso ha sido la creacién por Decreto 198/1993, de 24 de
noviembre, de la Gerencia de Servicios de Ventanilla Unica, de nuevo bajo la directa
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dependencia del presidente de la Diputacién General. Con ella se pretende dar un
salto cualitativo en los objetivos de este tipo de cencros. En primer lugar, se trata de
que sea una oficina de informacién y documentacifn sobre asuntos relativos a todas las
administraciones que operan en Aragén; también un registro central y permanente de
documentos e instancias dirigidos a tadas las administraciones pablicas, en los térmi-
nos establecidos en el articulo 38 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, y, fi-
nalmente, un centro de gestidén unificada de cramitacién de expedientes aunque afec-
ten a distintas administraciones.

Como ya se ha indicado, si los dos primeros objetivos se encuentran en vias de
cumplimiento, con respecte al tercero no han hecho mds que iniciarse los estudios
previos que permitan afrontar, en el futuro, una cuestién de gran complejidad cécnica
y juridica.

3.7. La formaci6n de directivos y el papel del Instituto Aragonés
de Administracién Pablica

No es preciso insistir en que un cuadro de directivos piblicos profesionales y
capacitados es, junto con la indispensable voluncad politica, un elemento clave para
iniciar cualquier proceso de reforma y transformaciones en la Administracidn publica.

En la Administracién antonémica aragonesa, dada la profesionalizacién inicial de
los puestos directivos, esta necesidad era mucho mds patente, sobre todo si se tiene en
cuenta que el funcionariado transferido a la Comunidad Auténoma procedia bésica-
mente de los servicios periféricos del Estado y, por tanto, carecia de experiencia en las
actividades de planificacién, presupuestacién y alta direccidén que, hasta entonces, se
ejercitaban desde la Adminiscracién central.

Cuando por Decreto 122/1986, de 19 de diciembre, se cred el Instituto Aragonés
de Administracién Piblica (como servicio sin personalidad juridica propia), integrado
en el Departamento de Presidencia y Relaciones Institucionales, se generaron grandes
expectativas a este respecto.

El centro nacia en ese momento con notable apoyo politico, con un amplio haz de
competencias (control y coordinacién de todos los procesos de seleccién de personal,
formaci6n y perfeccionamiento en todos los niveles, investigacién sobre temas ad-
miniscrativos) y abierto, ademds, a los funcionarios de las corporaciones locales a
través de posibles convenios. Sus primeros pasos fueron también firmes, pero escasa-
mente duraderos. Nada se ha hecho hasta el momento en relacién con la formacién de
funcionarios directivos, ni siquiera a través de convenios con Otros centros mAs experi-
mentados, de tal modo que la penetracién en la Administracién piblica aragonesa de
las modernas técnicas de gestién y direccién ha dependido de la iniciativa e interds
individual de los funcionarios.

En cuanto al resto de las rareas de formacién, la situacién no es mucho mis
alentadora. Salvo alguna meritoria excepcidén, una multitud de pequefios cursillos de
formaci6n, casi siempre dirigidos a los niveles inferiores del funcionariado, se van
convocando sin responder en realidad a un plan general de formacién del personal,
elaborado en funcién de una evaluacién previa en las necesidades formativas de la
organizacion.
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IV. Recapitulacién

1. En el proceso de construccién del Estado de las autonomias, los problemas
relativos a la organizacién y funcionamiento de las nuevas Administraciones autond-
micas no han ocupado, en general, el lugar destacado que hubiera debido correspon-
derles en la agenda de prioridades de los responsables politicos de las Comunidades.
Lz Comunidad Auténoma de Aragén no ha sido una excepcién a esta realidad,
pese a algiin intento politico destacado de afrontar con rigor esta importante
cuestién.

2. Durante la etapa preauctonémica (1978-1982) no puede hablarse en Aragén de
la existencia de una auténtica Administracidén piblica propia. Se produce un gran
desajuste entre la ambiciosa estructura de érganocs politicos creada y la realidad de
unas transferencias escasas y mal programadas, que convierten al ente preautonémico
aragonés {Diputacién General de Aragén) en un enorme caparazén de puestos politi-
cos vacio de auténtico contenido competencial,

3. A partir de la aprobacién del Estatuto de autonomia comienzan a sentarse las
bases de la actual escructura politico-administrativa de la Comunidad Autonéma ara-
gonesa. Desde el punto de vista juridico, la nueva organizacién estd enmarcada en los
preceptos estatutarios relativos a la Administracién piblica, escasamente novedosos
{entre los que se incorperan los criterios procedentes del Informe de la Comisién de
Expertos) y en la Ley del presidente, de la Diputacién General y de la Administracién
de la Comunidad Auténoma de 1984,

Desde el punto de vista politico, la actuacién central durante estos afios la consti-
tuye el Libro blanco o Informe remitido en 1985 por la Diputacién General a las Cortes
sobre la organizacién y funcionamiento de la Administracién autonémica que conte-
nia un plan general (el primero que se elaboraba en Espafia de esta naruraleza) con casi
cien medidas a adoptar a corto, medio y largo plazo, que, tras un largo debate parla-
mentario, se aprobd por unanimidad. _

Pese a la importancia de esta iniciativa, la voluntad politica de ejecucién de las
medidas aprobadas se mantuvo firme durante poco tiempo, y el impulso moderniza-
dor fue cediendo progresivamente. Las directrices del Libro blance cayeron prictica-
mente en el olvido con el cranscurso del tiempo.

4. La planta inicial de la organizacién adminiscraciva autonémica aragonesa, ins-
pirada en las propuestas del Informe, tenia algunos elementos positivos: nimero re-
ducido de departamentos {0 consejerias), siete; nimero reducido de direcciones ge-
nerales, quince; proceso controlado de creacién de otros 6rganos administrativos
infertores. No se habfan producido contrataciones adminiscrativas de personal masivas
comao en otras comunidades auténomas, conrando la Administracién aragonesa casi
exclusivamente con los funcionarios transferidos por el Estado. Los puestos de director
general se profesionalizan, siendo cubiertos por funcionarios de nivel superior con la
cualificacién técnica necesaria. El personal evenrtual se circunscribe a los gabinetes del
presidente y los consejeros, sin que en ningin caso se supere la cifra de cres eventuales
por departamento. El disefio de funcionamiento interno del sistema administrativo
incorpora algunos elementos originales en funcién de las dimensiones y caracteristicas
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especificas de la Administracién autondémica aragonesa, con el objerivo de conseguir
un menor coste y un mayor grado de integracién interdeparramental.

5. Progresivamente este positivo esquema inicial va diluyéndose. El nimero de
departamentos tiende a aumentar, aunque ligeramente, las direcciones generales cre-
cen de quince a mis de treinta en la actualidad, y el nimero de servicios, secciones,
etc., sufre un proceso de inflacién progresiva; todo ello sin que las competencias
ejercidas por la organizacién inicial antes citada hubieran sufrido un aumento signifi-
cativo. El namero de funcionarios y personal laboral al servicio de la Administracién
autonémica permanece, sin embargo, inalterado, aunque sufre un aumento considera-
ble el capitulo presupuestario de gastos de personal. Al mismo tiempo, se inicia una
clara rendencia a la politizacién de los directores generales, e incluso se puede apreciar
la incidencia de valoraciones de nacuraleza politica a la hora de cubrir los puestos
adminiscrarivos calificados como de «libre designacion» entre funcionarios.

Por otra parte, los elementos originales del disefio administracive inicial se pier-
den, desbordados por este proceso.

6. Frente a las indicaciones del Estatuto de autonomia de que la administracion
autonémica articulara la gestién de sus servicios periféricos a través de las diputacto-
nes provinciales, la Comunidad Autonéma aragonesa opté desde un principio pot
crear una Administracién periférica propia. Es mds, fue la primera Comunidad que
creé la figura de un delegado territorial dinico en la provincia (con categoria de di-
rector general), como representante del Gobierno autonémico en la misma y del que
dependen los diferentes servicios periféricos de los departamentos.

Sin embargo, aunque la figura puede considerarse consolidada desde un punto de
vista formal, ha carecido del suficiente apoyo politico desde los Grganos centrales de la
Comunidad Auténoma y ha tenido que luchar en solitario para abrirse un hueco encre
las autoridades politicas provinciales preexistentes {gobernador civil y presidente de la
Diputacién Provincial).

7. En la Comunidad Aurénoma aragonesa no se ha abusado de la creacién de
organismos autdnomos. S6lo existen tres en la actualidad que respondan técnicamente
a dicha denominaci6én. Sin embargo, el funcionamiento real de alguno de ellos invita
a reflexionar sobre la justificacién de su constitucién como organismo auténomo dife-
renciado. Tampoco han sido muchos los entes pablicos sometidos a un régimen juri-
dico-privado creados hasta el momento (s6lo dos, el Instituto Aragonés de Fomento y
la Corporacién Aragonesa de Radio y Televisién, éste dltimo adn no constituido). En
cuanto a sociedades mercantiles de capital piblico, tampoco su ndmero ha sido eleva-
do, diez en rtoral, de las que subsisten siete. La creacign de dos de ellas provocd, no
obstante, una fuerte controversia politica al estimar algunos grupos parlamentarios
que, a través de ellas, funciones de cardcter publico se iban a sustraer al necesario
régimen juridico-piblico, lo que provoc su extincién al producirse un cambio de
Gobierno.

8. Durante estos afios s¢ ha producido en la Comunidad Auténoma una auréntica
eclosién de érganos consultivos de participacién. El balance de su funcionamiento
presenta desequilibrios, aunque, en general, no han respondido a las expectativas que
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impulsaron su creacién. Por otra parce, en la Comunidad Auténoma aragonesa no se
ha creado hasta el momento un alto drgano colegiado consultivo det Gobierno, aun-
que en un proyecto de ley actualmente en tramitacin parlamentaria se propone su
creacidn.

9. En el Libro blanco o Informe sobre la Administracién autonémica de 1985 se
establecfa un conjunto de propuestas para la mejora y modernizacién de su funciona-
miento. Las propuestas afectaban a los siguientes temas: planificacién y programacién
de la actvidad administrativa; instrumentos para una mayor coordinacién funcional;
concrol de productividad y andlisis de coste y rendimiento de los servicios; programa
de simplificacién de trémites y procedimientos; desconcentracién de funciones; con-
trol de calidad de las normas juridicas; concrol de eficacia de los servicios administra-
tivos; programa de funcionarios directivos; plan de informatizacién; oficinas de infor-
macién al pablico... Al mismo tiempo disponia la constitucién de una comisién de
racionalizacién administrativa como 6rgano nuclear impulsor del proceso de reforma.

La Comisidén sufrié una progresiva burocratizacién, perdiendo el necesario apoyo
politice. Como consecuencia de ello, una buena parte de las propuestas racionalizado-
ras no se ejecutaron o se ejecutaron inadecuadamente. El interés politico por los
problemas relativos al funcionamiento de la Administracién aucténoma fue siendo cada
vez mds escaso; resucita ligeramente cuando la Administracién del Estado pone en
marcha su plan de modernizacién y sélo ofrece en los dltimos afios como positivas
algunas iniciativas punruales.

Bibliografia

I. En primer lugat, se recogen una serie de monografias sobre la Administracién
pablica, en las que se dedica especial atencién a la organizacién de las comunidades
aut6nomas: Alvarez Rico, M., Principios constitucionales de organizacion de las Adminis-
traciones Prblicas, Insticuto de Estudios de Administracién Local, Madrid, 1986; Al-
varez Rico, M., y Gonzilez-Haba Guisado, V. M., Administracidn y funcidn pitblica en
Espaiia, Libertarias/Prodhufi, Madrid, 1992; Baena del Alcdzar, M., Curso de Ciencia
de la Administracidn, Tecnos, Madrid, 1985, y, también del mismo autor, Instituciones
Administrativas (Madrid, Marcial Pons, Ediciones Juridicas, SA; Lépez Nierto, F., La
Administracitn Phblica en Espania, Ariel, Barcelona, 1989; Martinez Marin, A., Dere-
cho Administrativo. La organizacion adminisirativa, Tecnos, Madrid, 1986,

II. A continuacién, se recogen una serie de trabajos que se refieren a la Ad-
ministracién pdblica de las comunidades auténomas: Alvarez Conde, E., «Algunas
consideraciones sobre el Gobierno y la Administracién de las Comunidades Auténo-
mas», en la obra colectiva E/ Estado de las Autonomias: poder antondmico-poder central,
CITEP, Madrid, 1981; Argullol Murgadas, E., «La Administracién de las Comuni-
dades Aucbnomas», Revista Espaiiola de Derecho Constitucional, nim. 15, 1985, pig.
93 y ss., y, también de este autor, «Qrganizacién adminiscrativa de las Comunidades
Aucbnomasy, Decumentacidn Administrativa, num. 182 (1979), pdg. 27 y ss.; Bassols
Coma, M., «Organizacién institucional y régimen juridico de las Comunidades Au-
ténomas», en la obra Organizacion Territorial del Estado (Comunidades Auténomas), vol.



Manuel Giménez, La Adninisiracion de la Comunidad Auténoma de Avaghn. ... 203

I, Direccién General de lo Contencioso del EstadofInstituco de Estudios Fiscales,
Madrid, 1984; Castells Arteche, J. M., «Las administraciones autondmicas en la
nueva fase», Revista Vasca de Administracién Piblica, nGm. 22, septiembre-diciembre
de 1988; Embid Irujo, A., Ef control de la Administracién Piblica por los Comisionados
Parlamentarios Autonémicos, Insticuto Nacional de Adminiscracién Pablica, Madrid,
1988; Fonr Llovet, T., «Tendencias organizativas en la Administracién de las Comu-
nidades Aurénomas», Revista Vasca de Administracidn Piblica, nim. 6, mayo-agosto
de 1983, pig. 217 y ss.; Fonc Llover, T., y Perulles, J. M., «la Administracién
Piblica», en la obra El sistema juridico de las Comunidades Antdnomas, dirigida por E.
Aja, Tecnos, Madrid, 1985; Garcia Madaria, J. M., Lz Administracidn priblica de las
Comunidades Auténomas, Tecnos, Madrid, 1986, Gonzilez Pérez, J., «El régimen juri-
dico de la Administracién de las Comunidades Auténomas», en la obra Organizaciin
territorial del Estado (Comunidades Auténomas), vol. II, pdg. 1457 y ss., Direccién
General de lo Contencioso del Estado/Instituto de Estudios Fiscales, Madrid, 1984;
Marrin-Retortillo Baquer, §., «Comunidades Autdnomas y sector ptiblico», Autono-
mies, nam. 9, julio de 1988, pdg. 7 y 22.; Lépez-Medel Bascones, J., «Administra-
ci6n de las Comunidades Aurénomas y Adminiscracién del Estado», Revista Aragonesa
de Administracidn Piblica, nGm. 2, junio de 1993, pdg. 419 y ss.; Mufioz Machado,
S., Derecho Piblico de las Comunidades Autdnomas, vol. I1. Civitas, Madrid, 1982; Pa-
rejo Alfonso, L., «La Administracién auronémica: organizacién y burocracia», en la
obra Ef futuro de las autonomias territoriales, dirigida por L. Martin Rebollo. Asamblea
Regional/Univesidad de Cantabria, 1991; Santamaria Pastor, J. A., Fundamentos de
Derecho Administrative, Centro de Estudios Ramén Areces, Madrid, 1988 (véanse ca-
pitulos décimo, apartado II y decimosegundo).

III. En relacién con la Administracién piblica de la Comunidad Auténoma de
Aragén pueden verse los siguientes trabajos: Bandrés Sinchez-Cruzat, J. M., E/ Es-
tatuto de Automomia de Aragén, Diputacién General de Aragén, 1985; Bermejo Vera,
J., y otros, Comentartos al Estatuto de Autonomia de Aragén, Insticuto de Estudios de
Administracion local, Madrid, 1985; Concreras Casado, M., E! Estatuto de Antonomia
de Aragén. Las bases juridico-politicas y documentaler del proceso autondmico aragonés, vol. 1,
Cortes de Aragén, Zaragoza, 1987; Embid Irujo, A., «El Gobierno y la Administra-
cién. El Presidente de la Comunidad Auténoma de Aragén», en la obra Estudios sobre
el Derecho de la Comunidad Auténoma de Aragdén, dirigida por este auror. El Juscicia de
Aragén/Ibercaja, Zaragoza, 1990; Giménez Abad, M., «Problemas y perspectivas de
la organizaci6n de la Administracién y la Funcién Piblica de las Comunidades Aueé-
nomas. El caso de Aragdn», Jornadas de Estudio sobre Administracidn y Funcidn Peiblica en
¢l Estado antondmice, Instituto Vasco de Administracién Piblica, Ofati, 1986, y tam-
bién de este autor, «La Diputacién General de Aragén (El Gobierno y la Adminiscra-
cién)», en la obra Lz Comunidad Autérnoma de Avagén (Instituciones politicas y administra-
tivas), coordinada por el autor, lbercaja, Zaragoza, 1990, pig. 130 y ss., y «Las
competencias de la Comunidad Auténoma de Aragén (Antecedentes, desarrollo y
perspectivas de reforma del Titulo II del Estatuto de Autonomia)», Revista Aragonesa
de Administracién Piiblica, nim. 1, diciembre de 1992, pig. 235 y ss.; Martinez
Pallares, P. L., «La Administracién Local en la Comunidad Auténoma de Aragén»
(véase el capitulo 111 de este crabajo, La regulacion de las relaciones de la Administracién
autondmica con las administraciones locales, en especial la Ley 811985, de 20 de diciembre,



204 AUTONOMIES - 18

reguladora de las relaciones entre la Comunidad Auténoma de Aragén y las Diputaciones
Provinciales de su territorig), en la obra La Comunidad Autdnoma de Aragén (Institucione
polfticas y administrativas), coordinada por M. Giménez Abad, Ibercaja, Zaragoza,
1990; Salanova Alcalde, R., «La Administracién Local en Arag6n», Revista Aragonesa
de Administracidn Piblica, nam. 1, diciembre de 1992, pig. 159 y ss.

IV. En este apartado se recogen una serie de trabajos referidos a la Administra-
cién piablica de diversas comunidades auténomas: Argullol Murgadas, E., «Gobierno
y Administracién de las Comunidades Auténomas. Referencia al Estacuro de Cascilla
y Ledn», Revista Vasca de Administracidn Piblica, nGm. 7, septiembre-diciembre de
1983, pdg. 39-67; Berriat(a San Sebastidn, J., La Administracién Vasca, Instituto
Vasco de Administracién Piiblica, Ofati, 1988; Florensa i Palau, M., «La reforma
administrativa en la Comunidad Auténoma de Catalufia», Revista Galega de Adminis-
tracifn Piblica, ndm. 2, pég. 121y ss.; Font Llovet, T., «La organizacién administra-
tiva de la Generalidad de Cartalufia», Awtonomies. Revista Catalana de Derecho Piblico,
nim. 12, diciembre de 1990, pdg. 121 y ss.; Garrido Falla, F., «Sobre la organiza-
cién institucional de la Comunidad Auténoma de Andaluciawn, Revistz Valenciana
d'Estudis Autondmics, ndm, 2, mayo-agosto de 1985, pig. 9 y ss.; Guaita Martorell,
A., «la Administracién de la Comunidad Foral de Navarra», Revista Espariola de
Derecho Constitucional, nim. 12, septiembre-diciembre de 1984, pig. 67 y ss.; Hui-
dobro Diez, C., «La reforma administrativa en la Comunidad Auténoma de Castilla y
Ledn», Revista Galega de Administracidn Piblica, nam. 3, pdg. 163 y ss.; Jiménez
Asensio, R., «Algunas observaciones sobre la burocracia emergente de las Comunida-
des Auténomas. Especial consideracién de la Administracién Auténoma Vasca», Re-
vista Vasca de Administracién Phblica, ndm. 5, 1983, pig. 131 y ss.; Linde Paniagua,
E., «La creacién de organismos y empresas piiblicas en el ordenamiento juridico de la
Comunidad Valenciana», Revista Valenciana d'Estudis Autonémics, nim. 7, enero-abtil
de 1987, pdg. 354 y ss.; Martin Rebollo, L., «El Gobierno y la Administracién de la
Comunidad Auténoma de Madrid», en la obra Estudios sobre of Derecho de la Comunidad
Autdnoma de Madrid, dirigida por R. Gémez Ferrer, Civitas, Madrid, 1987, y tam-
bién de este autor, Instituciones antondmicas, Estudio sobre el Derecho de la Comunidad de
Cantabria, Universidad de Cantabria/Asamblea Regional de Cantabria, Santander,
1993, Parada Vdzquez, J. R., La Administracidn institucional de la Comunidad Auntdnona
de Madrid. Estudios sobre el Derecho de la Comunidad Autdénoma de Madrid, pig. 197 y ss.
Civitas, Madrid, 1987; Pérez Moreno, A., «l.a organizacién administrativa de Anda-
lucian, Revista de Estudios Regionaler, nim. II extra, 1980, pag. 259 y ss.; Razquin
Lizarraga, J. A., «Organizacién y competencias de la Comunidad Foral de Navarra en
el Amejoramiento del Fuero», Revista Juridica de Navarra, nim. 7, enero-julio de
1989, pig. 63 y ss.; Pita Grandal, A. M., «La empresa piiblica en ¢l ordenamiento
jucidico de Catalufia», Awtonomies, nim. 2-3, diciembre de 1985, pig. 73 y ss.;
Rodriguez-Arana Muifioz, J., y Aguilar Lépez, M., «Régimen de los organismos
aurénomos de la Comunidad Aucénoma de Galicia», Revista Vasca de Administracidn
Piblica, nam. 30, mayo-agosto de 1991, pig. 249 y ss.; Rodriguez Rodriguez, D.,
«Reforma e modernizacién da Administracién pablica galega», Revitta Galega de Ad-
ministracién Piblica, ndm. 5, 1993, pdg. 11y ss.; Sdnchez Lépez, J., «La Administra-
¢ién autondmica andaluza», en la obra E/ Estatuto de Andalucia, vol. 111 (E! Gobierno y
la Administracién), Ariel Derecho, Barcelona, 1990, pdg. 103 y ss.



Manuel Giménez, La Adminiitracidn de la Cemunidad Autdnoma de Aragén. ... 203

V. En relacién con la Administracién consultiva de las comunidades auténomas
se recogen los siguientes trabajos: Bravo-Ferrer Delgado, M., «Consejo de Estado y
Escado de Autonomias», Revista Espariola de Derecho Administrative, nim. 60, octubre-
diciembre de 1988, pig. 569 y ss.; Font Llover, T., «Los consejos consultivos de las
Comunidades Auténomas», Astonemies, nim. 8, diciembre de 1987, pig. 7 y ss.;
Garceia Trevijano, F., «La funcién consultiva de las Administraciones Publicas, con
especial referencia al Consejo de Estado y las Comunidades Auténomas», Revista de
Administracién Piblica, nam. 133, enero-abril de 1994, Lépez-Benitez, M., «Nuevas
consideraciones sobre la posicién del Consejo de Estado en relacién con las Comunida-
des Auténomas (Una reflexi6n a propésito de las Sentencias del Tribunal Supremo de
17 de febrero y 6 de junio de 1988)», Revista Espaitola de Derecho Administrative, nim.
64, octubre-diciembre de 1989, piag. 609 y ss.; Molas Bacllori, I., «El Consejo
Consultivo de la Generalidad de Catalufia», Anuario de Derecho Constitucional y Parla-
mentarip, nim. 4, afio 1992, pig. 31y ss., Asamblea Regional de Murcia/Universi-
dad de Murcia; Rodriguez-Arana Mufioz, J., «La funcionalidad de los consejos con-
sultivos autonémicos: especial referencia a los casos cataldn, canario y gallego»,
Revista Valenciana d'Estudis Autonémics, nim. 56, mayo-diciembre de 1986, pig. 367
y ss.; Rodriguez Oliver, J. M., «Las competencias consultivas del Consejo de Estado
y las Comunidades Auténomas», Revista Espafiola de Derecho Administrative, nGm. 33,
abril-junio de 1982, pag. 257 y ss.; Tol{var Alas, L., «El Consejo de Estado y las
Comunidades Aut6nomas», Revista Espasiola de Derecho Administrative, nam. 28, ene-
ro-marzo de 1981, pdg. 63 y ss.; Trujillo, G., «La funcién consultiva en las Comuni-
dades Auténomas: sus 6rganos especificos y sus relaciones con el Consejo de Estado»,
Documentacion Administrativa, nim. 226, 1990, pig. 153 y ss.

VI. Finalmente, y sobre la Administracién periférica de las Comunidades Auré-
nomas, véase el trabajo de Hogan, M., «El Delegado provincial en la politica au-
tonémicax», Revista de Estudios Politicos, nim. 82, octubre-diciembre de 1993, pag.
145 y ss.








